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RESUMEN EJECUTIVO 

 
El tema del derecho de consulta a los Pueblos Indígenas ha tomado cada vez 
mayor vigencia tanto en el ámbito nacional como internacional, sin embargo por 
parte de los Gobiernos, responsables de su cumplimiento, prevalece la falta de 
orientación, el desconocimiento y la dispersión de la información, lo que conlleva a 
que no cumplen de forma adecuada con el deber de consultar a los Pueblos 
Indígenas. 
 
 w   k es la Guía con las directrices sobre el derecho de Consulta a los Pueblos 
Indígenas en Costa Rica, constituye un instrumento para los gobiernos, personas, 
organizaciones e instituciones interesadas en el tema, que necesiten contar con 
elementos que les orienten sobre las aspectos que debe tener un proceso de 
Consulta en las comunidades indígenas.  
 
El derecho de Consulta es una herramienta con que cuentan los Pueblos 
Indígenas para hacer efectiva su participación cuando se prevean medidas 
legislativas o administrativas que les puedan afectar. 
 
El objetivo general que en este proyecto se planteó es elaborar una Guía sobre el 
derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas, basada en la legislación nacional y 
los instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica, que contribuya a la 
orientación de las entidades responsables de su aplicación y cumplimiento.  
 
Se establecieron tres objetivos específicos interrelacionados entre sí. El primero 
consistió en identificar los aspectos generales que caracterizan a los Pueblos 
Indígenas para fundamentar la especificidad cultural de la Guía. El segundo es 
identificar y analizar la legislación nacional y los instrumentos  internacionales 
ratificados por el país para fundamentar los aspectos  legales del derecho de 
Consulta a los Pueblos Indígenas que deben ser parte de la Guía. El tercero es 
determinar y conceptualizar los principios legales que debe incluir la Guía para 
orientar el cumplimiento del derecho de Consulta de los Pueblos Indígenas. 
 
El tema fue abordado con el uso de la metodología cualitativa, para lograr una 
aprehensión de los principios culturales y legales que dan sustento a la Guía. Las 
técnicas que facilitaron obtener los insumos para la Guía desde la perspectiva 
cultural y legal fueron las documentales, el juicio de expertos, las entrevistas; la 
Estructura de División del trabajo, el cronograma y los entregables, que muestran 
los productos y el cronograma. 
 
Como resultados, en el primer capítulo se presentan de modo descriptivo las 
generalidades de los Indígenas en Costa Rica con base en los conceptos de 
pueblo, territorio e identidad. 
 
El capítulo dos para fines analíticos se dividió en dos apartados: en la primera 
parte se hace una recopilación de las disposiciones jurídicas relacionadas con la 
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legislación indígena en Costa Rica, determinando los artículos que sobre el tema 
de Consulta aportan. La segunda parte de este capítulo contiene la recopilación y 
análisis de los instrumentos internacionales relacionados con los derechos 
humanos, específicamente en torno a los artículos sobre el tema de la consulta, 
que de acuerdo a los objetivos de este trabajo, se consideran de obligatoria 
revisión para el abordaje del tema. 
 
Finalmente en el capítulo tres se presenta la Guía con los principios y definiciones 
sobre el Derecho de Consulta de los Pueblos Indígenas en Costa Rica. 
 
El aporte consistió en presentar una Guía con los aspectos de derecho que se 
deben contemplar para realizar el proceso de consulta, organizada en tres 
grandes componentes que sirven de orientación para el posterior desarrollo de 
propuestas específicas para la Consulta de cada caso en particular. Es de esperar 
que la recopilación y propuesta de la Guía contribuyan al conocimiento y difusión 
de las disposiciones jurídicas nacionales y de los instrumentos internacionales, en 
materia de derechos humanos y más específicamente sobre el derecho de 
Consulta, de forma que constituya un instrumento base necesario para la 
discusión y aplicación de propuestas a nivel nacional, para las instituciones 
gubernamentales que tienen el mandato de realizar consultas, así como para los 
Pueblos Indígenas que tienen la tarea de desarrollar tales instrumentos. 
 
Se concluye que en Costa Rica existe un marco legal propicio para el 
reconocimiento de los derechos de los Pueblos Indígenas, especialmente 
relacionado con la Consulta, sin embargo se necesitan instrumentos que orienten 
las actuaciones de los gobiernos en cuanto a la Consulta, así como un mejor 
manejo para la implementación. En consecuencia, la Guía sobre el Derecho de 
Consulta de los Pueblos Indígenas en Costa Rica es una herramienta de utilidad 
para los Estados, las organizaciones no gubernamentales, los grupos de la 
sociedad civil, los defensores de los derechos humanos, los ciudadanos y Pueblos 
Indígenas. Asimismo es una propuesta que sistematiza los principales 
fundamentos jurídicos y determina los principios que debe contener una Guía 
general para la Consulta. 
 
Las recomendaciones se orientan a la necesidad de contar a nivel nacional con 
más instrumentos que establezcan las pautas requeridas para que el Estado 
realice las Consultas, de forma que la interacción entre estos y los Pueblos 
Indígenas sea más clara y efectiva. Asimismo a promover una concepción más 
integral del derecho de consulta, no como un fin en sí mismo, sino como un 
mecanismo para la participación y negociación del Consentimiento Libre, Previo e 
Informado. 



1 INTRODUCCION 

 
1.1 Antecedentes 
 

Costa Rica es catalogado como un país libre y democrático, así como uno de 

los más ricos en biodiversidad por unidad de área, pertenece a la región 

Mesoamericana, una de las 34 regiones de alta diversidad de especies a 

nivel mundial y de importancia como corredor para las especies. Cuenta con 

un 5% de la biodiversidad global y el 26.21% de la superficie nacional en su 

extensión continental se encuentra bajo alguna categoría de cobertura. La 

percepción de que el país cuenta con una relativa alta diversidad de especies 

y ecosistemas terrestres ha sido considerada de importancia para la nación y 

se basa en sus logros, altamente significativos en el ámbito de la 

conservación (SINAC, 2007).  

 

La riqueza en biodiversidad y recursos naturales ha sido resguardada por los  

Pueblos Indígenas que se encuentran en el territorio nacional, representados 

en ocho culturas, localizadas en veinticuatro territorios indígenas, 

principalmente en zonas con gran diversidad de recursos naturales, que 

mantienen en la actualidad características de conservación. 

 
La relación ancestral que han desarrollado los Pueblos Indígenas con los 

territorios, ha favorecido la conservación y es a la vez un tema de derechos 

que se ha desarrollado en los instrumentos jurídicos nacionales e 

internacionales, de forma que así como han resguardado los recursos, es 

necesario reconocer el derecho que tienen a la consulta, es decir, a emitir 

criterio y a decidir, lo que significa que el Estado tiene el deber consultarles 

cuando se puedan ver afectados sus territorios, su cultura y sus derechos. 
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En Costa Rica se cuenta con legislación nacional e internacional referente a 

los derechos de los Pueblos Indígenas, en especial relacionada con el tema 

del derecho de Consulta, sin embargo el abordaje es complejo, la 

información existente es sumamente amplia, dispersa, las experiencias 

prácticas son escasas, y se carece de instrumentos que orienten a los 

Gobiernos sobre los elementos de derecho que debe contemplar en dicho 

proceso.  

 

1.2 Problemática. 

 

La problemática de los Pueblos Indígenas a nivel mundial tiene un común 

denominador que ha sido identificado por James Anaya, Relator Especial 

para los Derechos y Libertades Fundamentales de los Pueblos Indígenas de 

las Naciones Unidas. Este problema da origen a la necesidad de desarrollar 

el presente trabajo y consiste en que los Estados no cumplen debidamente el 

deber de consultar a los Pueblos Indígenas acerca de las medidas que los 

afectan y que los gobiernos necesitan orientación acerca de las medidas 

necesarias para cumplir ese deber (Anaya, 2009). 

 

Esta problemática se presenta de igual forma en Costa Rica, donde se 

presentan estas situaciones: por un lado una demanda para desarrollar 

proyectos o medidas de diferente índole (hidroeléctricos, mineros, petroleros, 

bioprospección, sociales, legislativos, entre otros) dada la riqueza de los 

recursos naturales y culturales existentes en los territorios indígenas. 

Paralelamente esta presión genera respuestas de los pueblos que han 

resguardado dichos recursos, dirigidas a se les consulte sobre decisiones  

que los puedan afectar, de forma que reciban información que les permita 

opinar y decidir con criterio. Se puede decir los Pueblos Indígenas se 

apropian paulatinamente del discurso de los derechos, lo cual les moviliza a 

tomar acciones para su cumplimiento real y efectivo. 
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Por otro lado, el tema del derecho de consulta ha tomado cada vez mayor 

vigencia tanto en el ámbito nacional como internacional, lo que se puede 

constatar en los trabajos que se generan en diferentes foros internacionales, 

mecanismos e instituciones como las Naciones Unidas. No obstante,  

prevalece el desconocimiento y la dispersión de la información, reforzando lo 

que se mencionó anteriormente: los Estados no cumplen debidamente con el 

deber de consultar a los Pueblos Indígenas debido en gran parte a la falta de 

orientación. 

 

Esta realidad requiere de instrumentos que integren los mecanismos  legales 

más relevantes en una Guía que oriente sobre el Derecho de Consulta. 

 

1.3 Justificación del problema 

 

Los Estados deben garantizar la participación de los Pueblos Indígenas en la 

toma de decisiones, por medio del derecho de consulta. El cumplimiento de 

este derecho ha logrado plasmarse, producto de luchas históricas, en los 

instrumentos de derecho internacional, así como en la legislación nacional 

desarrollada por Costa Rica.   

 

El desconocimiento acerca de dichos instrumentos de derecho por parte de 

los Estados y de otras partes interesadas, es todavía en el contexto nacional 

un obstáculo para la consulta, la participación real y efectiva de los pueblos 

indígenas. 

 
Los Gobiernos deben dar cumplimiento a los compromisos plasmados en los 

instrumentos legales, de forma tal que al adoptarlos, les corresponde 

desarrollar nuevas propuestas de diálogo, participación y toma de decisiones 

conjuntas con los pueblos, lo que implica el desarrollo de formas de abordaje 

y relación novedosas, que logren ser coherentes con los principios 

democráticos y con los derechos humanos. 
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En cuanto a los derechos de los Pueblos Indígenas se han venido generando 

una serie de instrumentos jurídicos en pro del reconocimiento y respeto de 

sus culturas y formas de vida, con logros en cuanto a participación y toma de 

decisiones sobre los aspectos propios de sus tierras, sin embargo los 

gobiernos todavía desconocen la información y la fundamentación legal 

sobre el derecho de consulta.  

 
El papel de los interesados que el PMI plantea, los principios democráticos 

que Costa Rica ha desarrollado y adoptado, la reivindicación de la diversidad 

cultural y de los derechos de los Pueblos Indígenas, son aspectos 

importantes que se consideran para  desarrollar la presente Guía.  

 

Actualmente uno de los criterios de éxito de los proyectos de cualquier 

naturaleza, es el empoderamiento que las comunidades logren generar, de 

forma que se comprometan y contribuyan a su realización. Esto es posible en 

la medida que los responsables de los proyectos y de las organizaciones 

propicien encuentros para el diálogo y la negociación basados en los 

derechos, el respeto y en las especificidades culturales. 

 

El tema de este trabajo se seleccionó con el fin de contribuir al desarrollo de 

un instrumento, donde se recopila y analiza la información relacionada con el 

derecho de consulta, para establecer las directrices para que los sectores 

interesados, los Pueblos Indígenas y los Estados, las instancias del sector 

público, las personas académicas y responsables de llevar a cabo dichos 

procesos, cuenten con una Guía que oriente acerca de los criterios legales 

de los procesos de consulta.  
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1.4 Supuestos 

 
Los supuestos se definen para este trabajo como los factores que se 

consideran como ciertos o reales, para confirmarlos posteriormente 

(Chamoun, 2002). De esta forma se establecieron los siguientes supuestos: 

 

 En el país se necesita contar con guías sobre el derecho de Consulta a 

Pueblos Indígenas. 

 

 Se tendrá acceso a la información relativa a derechos de los Pueblos 

Indígenas. 

 

 Se contará con la información y el apoyo de algunas instancias 

institucionales para la elaboración de la Guía. 

 

 Se logrará contar con criterios de representantes indígenas. 

 
1.5 Restricciones 

 

Las restricciones son factores que limitan el accionar del equipo ejecutor 

(Chamoun, 2002). A continuación se citan las restricciones de las que se 

partió en esta propuesta: 

 

 No se contempla la ejecución de la propuesta de la Guía en la medida 

que esta depende de las condiciones de las instituciones.  

 

 No se contempla trabajo de campo en los territorios indígenas. 

 

 En el país se cuenta con información dispersa sobre la temática de 

procesos partipativos y de Consulta. 
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 Asimismo la Guía está sujeta a las condiciones legales relacionadas 

con el tema de Pueblos Indígenas en Costa Rica. 

 

 Se cuenta con plazo máximo de 3 meses para elaborar la propuesta. 

 

1.6 Objetivo general 

 
El objetivo general de este proyecto consiste en elaborar una Guía sobre el 

derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas, basada en la legislación 

nacional y los instrumentos internacionales ratificados por Costa Rica, que 

contribuya a la orientación de las entidades responsables de su aplicación y 

cumplimiento.  

 

1.7 Objetivos específicos. 

 

Para el logro del objetivo general se establecen los siguientes objetivos 

específicos: 

 

 Identificar los aspectos generales que caracterizan a los Pueblos 

Indígenas para fundamentar la especificidad cultural de la Guía. 

 

 Identificar y analizar la legislación nacional y los instrumentos  

internacionales ratificados por el país para fundamentar los aspectos  

legales del derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas que deben ser 

parte de la Guía. 

 

 Determinar y conceptualizar los principios legales que debe incluir la 

Guía para orientar el cumplimiento del derecho de Consulta de los 

Pueblos Indígenas. 
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2 MARCO TEORICO 

 

2.1 Teoría de Administración de Proyectos 

 

2.2 Proyecto 

 
La Guía del PMBOK (PMI, 2008) define que un proyecto es “un esfuerzo 

temporal que se lleva a cabo para crear un producto, servicio o resultado 

único”, asimismo todo proyecto crea un producto, servicio o resultado único.  

 

Esta misma definición establece un elemento que es esencial para entender 

la naturaleza de cualquier proyecto, en especial los proyectos sociales, que 

al desarrollarse en contextos comunitarios requieren un abordaje 

especializado, que contemple las características de las comunidades y sus 

culturas.  

 

Los Pueblos Indígenas han desarrollado una cultura o estilo de vida propia 

que conforma una visión de mundo particular que debería ser tomada en 

consideración al desarrollar cualquier tipo de proyecto. 

 

2.3 Administración de Proyectos 

 

La Teoría de Administración de Proyectos en la cual se basa el presente 

trabajo es fundamentalmente la del Project Managment Institute (PMI), que 

se encuentra en la Guía del PMBOK 2008, norma para dirigir proyectos, que 

“describe los procesos, las herramientas y técnicas de la dirección de 

proyectos utilizados para dirigir un proyecto con miras a un resultado exitoso”  

(PMI, 2008). 
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La Administraci n de proyectos según el PMBOK (PMI, 2008) es “la 

aplicación de conocimientos, habilidades, herramientas y técnicas a las 

actividades del proyecto para cumplir con los requisitos del mismo.  

 

2.4 Áreas del Conocimiento de la Administración de Proyectos 

 
El PMI ha determinado 9 áreas de conocimiento de la Dirección de Proyectos 

(PMI, 2008), que se describen a continuación:  

 

Gestión de la Integración: Se incluyen procesos y actividades necesarios 

para la definición, unificación y coordinación de los procesos y actividades de 

la dirección de proyectos, de forma que los elementos del proyecto sean 

debidamente integrados.  

 

Gestión del Alcance: Incluye los procesos necesarios para garantizar que 

en el proyecto se incluya todo el trabajo requerido para completar el proyecto 

de forma exitosa, es donde se debe definir y controlar qué se incluye y qué 

no se incluye en el proyecto. 

 

Gestión del Tiempo: Son los procesos necesarios para administrar  y 

asegurar que el proyecto se ejecute según lo planificado.  

 

Gestión de Costos: Son los procesos de estimación, determinación del 

presupuesto y control de costos, con el fin de lograr el proyecto dentro del 

presupuesto. 

 

Gestión de la Calidad: Se determinan las responsabilidades, objetivos y 

políticas de calidad para asegurar que el proyecto satisfaga las necesidades 

para las cuales se creó, incluye planificar, realizar el aseguramiento y control.  
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Gestión de los Recursos Humanos: Incluye los procesos de organización, 

gestión y dirección del equipo del proyecto con el fin de completar el 

proyecto.  

 

Gestión de las Comunicaciones: Incluye los procesos para asegurar que 

se genera, recopile, distribuya, almacene, recupere y disponga la información 

del proyecto.  

 

Gestión de Riesgos: El objetivo es aumentar la probabilidad y el impacto de 

los eventos positivos y disminuir la probabilidad y el impacto de los eventos 

negativos. Incluye los procesos para planificar la gestión de riesgos, 

identificación, análisis cualitativo y cuantitativo, planificación de la respuesta, 

así como el monitoreo y control de riesgos. 

 

Gestión de las Adquisiciones: Se incluyen los procesos para comprar o 

adquirir  los productos, servicios o resultados que es necesario obtener fuera 

del equipo del proyecto. Se incluye planificar, efectuar, administrar y cerrar 

las adquisiciones.  

 

2.5 Ciclo de vida de un proyecto 

 

Los proyectos por su naturaleza cuentan con un ciclo de vida, que se define 

como las fases del mismo, por lo general secuenciales y superpuestas, cuyo 

nombre y número se determinan por las necesidades de gestión y control de 

la organización que participa en el proyecto, la naturaleza propia del proyecto 

y su áreas de aplicación (PMI, 2008). Proporciona el marco de referencia 

básico para dirigir el proyecto, independientemente del trabajo específico 

involucrado.  
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Los proyectos se enmarcan en la estructura del ciclo de vida que comprende 

Inicio, Organización y preparación, Ejecución del trabajo y Cierre. 

 

El ciclo de vida define las fases que conectan el inicio de un proyecto con su 

fin, cada institución u organización puede definir el ciclo de vida en el 

desarrollo de proyectos que mejor se ajuste a sus necesidades. 

 

2.6 Procesos en la Administración de Proyectos 

 

En la teoría de Administración de proyectos del PMI (2008) se define un 

proceso como un “conjunto de acciones y actividades interrelacionadas 

realizadas para obtener un producto, resultado o servicio predefinido”.  Los 5 

grupos de procesos se describen brevemente a continuación: 

 

Grupo del Proceso de Iniciación: Procesos realizados para definir un nuevo 

producto o fase de un proyecto que ya existe, por medio de la obtención de 

la autorización para comenzarlo. 

 

Grupo del Proceso de Planificación: Procesos requeridos para establecer el 

alcance del proyecto, depurar los objetivos y definir el rumbo para alcanzar 

los objetivos del proyecto. 

 

Grupo del Proceso de Ejecución: Procesos relacionados para completar el 

trabajo definido en el plan para la dirección del proyecto para cumplir con sus 

especificaciones. 

 

Grupo del Proceso de Seguimiento y Control: Procesos requeridos para dar 

seguimiento, analizar y regular el progreso y el desempeño del proyecto, 

para identificar áreas en las que le plan requiera cambios y para iniciar los 

correspondientes. 
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Grupo del Proceso de Cierre: Procesos relacionados para finalizar todas las 

actividades por medio de todos los grupos de procesos, para cerrar 

formalmente el proyecto o una fase. 

 

2.7 Derecho de los Pueblos Indígenas a la Consulta.  

 

2.8                    - Guía  

 

Para efectos de este trabajo se propone la elaboraci n de  w   k, una Guía 

sobre el derecho de Consulta partiendo de los derechos que tienen los 

Pueblos Indígenas, basados en la legislación nacional e internacional. 

 

Como punto de partida para comprender qué es la Guía se tienen dos 

referentes:  

 

Uno es la definición del término Guía, que la Real Academia Española define 

como “Tratado en que se dan preceptos para encaminar o dirigir en cosas, ya 

espirituales o abstractas, ya puramente mecánicas”. 

 

El otro es el término Bribri  w   k, cuyo sentido es, según Alí García,  

Indígena Bribri especialista en lingüística, algo que guía a una persona por 

una circunstancia.  

 

Con base en estas definiciones,  w   k es la Guía conformada por las 

directrices como las normas y preceptos que se han desarrollado en los 

instrumentos nacionales e internacionales,  así como los mandatos que de 

ahí se desprenden y conforman los principios sobre el derecho de consulta a 

los pueblos indígenas.  
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En resumen la Guía es una propuesta que sirve de modelo para identificar y 

estandarizar los principios legales sobre los cuales se fundamenta y orienta 

un proceso de Consulta a los Pueblos Indígenas. 

 

En la siguiente figura se presentan los componentes de  w   k – la Guía: 

Caracterización de 

los Pueblos 

Indígenas 

Aspectos legales del 

derecho de Consulta 

a los Pueblos 

Indígenas con base 

en la legislación 

nacional 

Guía con los principios para orientar el 

cumplimiento del derecho de Consulta de los 

Pueblos Indígenas

Aspectos legales 

del derecho de 

Consulta a los 

Pueblos Indígenas 

con base en la 

legislación nacional

 
Figura 1.-  w   k: Componentes de la Guía 

 

2.9 La Consulta a los Pueblos Indígenas, un Derecho Humano. 

 

Los Derechos Humanos son derechos fundamentales, que respaldan la 

dignidad humana y son necesarios para el desarrollo como seres humanos y 

como pueblos (IIDH, 2007). 

 

La Consulta es derecho enmarcado dentro de los Derechos Humanos, “es un 

mecanismo, si se quiere novedoso, cuyo espíritu busca garantizar que estos 

pueblos puedan emitir criterio cuando disposiciones de carácter legislativo o 

administrativo les puedan afectar” (Asamblea Legislativa, 2006). 
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2.10 Legislación nacional e internacional. 

 

La legislación nacional e internacional sobre la cual se fundamentará la Guía 

se describe a continuación: 

 

Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas: Se aprobó en el año 2007 en las Naciones Unidas por mayoría 

de la Asamblea General, en Nueva York (por 144 votos a favor –entre los 

que se incluye el voto de la delegación de Costa Rica-, 4 en contra y 11 

abstenciones). Luego de más de 20 años de arduas discusiones, surgió un 

texto que recogió algunas de las aspiraciones más históricas de los Pueblos 

Indígenas del mundo (Naciones Unidas, 2007). 

 

Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes, en adelante Convenio 169: Fue adoptado por la 

Conferencia Internacional del Trabajo en 1989 en Ginebra, como respuesta a 

la necesidad de conceder a estos pueblos los derechos humanos 

fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los países 

en que habitan (OIT, 2002). 

 

Se integró al ordenamiento jurídico nacional por medio de la Ley N° 7316 de 

3 de noviembre de 1992, en uno de sus apartes más importantes refiere un 

capítulo dedicado a reivindicar y definir el derecho territorial.  

 

Ley Indígena, Ley N°6172: Se aprobó en 1977. Uno de los elementos a 

considerar es que establece que se reconocen las áreas donde están 

asentados los Pueblos Indígenas como inalienables, imprescriptibles, no 

transferibles y exclusivas de las comunidades indígenas que las habitan  

(Asamblea Legislativa de Costa Rica, 2006). 
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2.11 Pueblos y Territorios indígenas. 

 

Los Pueblos Indígenas, según lo establece el Convenio 169 (OIT, 2002), son 

grupos sociales que descienden de poblaciones que habitan en el país o en 

una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la conquista 

o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras estatales y 

que, cualquiera que sea su situación jurídica, conservan todas sus propias 

instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de ellas. 

 

Es fundamental el criterio sobre la conciencia de su identidad indígena, por 

un lado para efectos de la conceptualización como para determinar los 

grupos a que se aplican las disposiciones del Convenio. 

 

En Costa Rica el Estado reconoce la existencia de 8 Pueblos Indígenas 

establecidos en 24 territorios indígenas localizados en diferentes zonas del país. 

 

CUADRO 1.- Pueblos Indígenas de Costa Rica por territorios 
 

Pueblos Indígenas Territorios 

Huetar Quitirrisí y Zapatón 

Maleku Guatuso 

Chorotega Matambú 

Bribri Salitre, Cabagra, Talamanca Bribri y Këköldi 
Cocles 

Cabécar Alto Chirripó, Tayni, Talamanca Cabécar, 
Telire, Bajo Chirripó, Nairi Awari y Ujarrás 

Brunka o Boruca Boruca y Rey Curré 

Ngöbe o Guaymí Abrojo Montezuma, Coto Brus, Conte Burica, 
Altos de San Antonio y Osa. 

Térrabas o Teribe Térraba 
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La población indígena residente en Costa Rica, según el censo 2000, es de 

63 876 personas, representa el 1,7% de los habitantes del país (Solano, 

2010).  
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3 MARCO METODOLOGICO 

 

En este apartado se presentan los métodos de investigación, las fuentes de 

información y las técnicas y que se utilizaron para desarrollar el trabajo y los 

objetivos planteados en este proyecto. 

 

Por la naturaleza social y cultural de este trabajo se utilizó la metodología 

cualitativa y los conceptos basados en los autores. El término metodología 

designa el modo en que enfocamos los problemas y buscamos las 

respuestas (Taylor y Bogdan, 1986). 

 

La metodología cualitativa se refiere a la investigación que produce datos 

descriptivos con base en las propias palabras de las personas, habladas o 

escritas, y la conducta observable, metodología apropiada para lograr el 

abordaje que se requiere, partiendo del principio metodológico de la 

diferencia cultural, motivo por el cual se requiere una guía específica que 

enfoque las particularidades culturales de los Pueblos Indígenas. 

 

Desde el punto de vista metodológico, el abordaje y la construcción de la 

Guía sobre el derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas se basa en tres 

las dimensiones del análisis: 

 

1-  En primera instancia es fundamental considerar que cualquier proceso 

de consulta incorpore la especificidad cultural en la caracterización de los 

Pueblos Indígenas. Este eje se presenta con base en los conceptos de 

pueblo, territorio e identidad. 

 

2-  La segunda dimensión comprende una identificación y análisis de las 

disposiciones jurídicas relacionadas con el tema, tanto en el ámbito nacional 

como internacional. Con base en esta revisión bibliográfica, se establecen los 
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recursos jurídicos con que se cuenta y se identifican específicamente los 

articulados que a criterio de la autora contienen el tema del derecho de 

Consulta. 

 

3-  Finalmente en la tercera dimensión se determinan los principios y los 

conceptos sobre los cuales se fundamenta la Guía que contiene los aspectos 

que comprende la Consulta, sustentado en el análisis previo realizado en el 

segundo componente.  

 

3.1 Fuentes de información 

 

Las fuentes de información son el lugar donde se encuentran los datos 

requeridos, que posteriormente se pueden convertir en información útil para 

el investigador. Los datos son todos aquellos fundamentos o antecedentes 

que se requieren para llegar al conocimiento exacto de un objeto de estudio    

(Eyssautier, 2002). 

 

Se requiere que se utilicen procedimientos de recolección de información 

rigurosos, para contar con información suficiente, confiable y que además 

tenga validez en el contexto nacional, para que se cuente con fundamentos 

que puedan ser validados tanto en su fase de elaboración, así como en su 

eventual implementación.  

 

A continuación se indican las fuentes utilizadas. 

 

Fuentes Primarias: 

 

Se refieren a aquellos portadores originales de la información que no han 

retransmitido o grabado en cualquier medio o documento la información de 

interés. Esta información de fuentes primarias la tiene la población misma. 
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Para extraer los datos de esta fuente se utiliza el método de encuesta, de 

entrevista, experimental o por observación (Eyssautier, 2002).   

 

Proporcionan información de primera mano, sobre todo por la vía de la 

comunicación verbal que va a permitir obtener insumos actualizados así 

como criterios de especialistas en el tema, como conferencistas, 

investigadores, etc. Los criterios que retroalimentan la construcción de la 

Guía se obtuvieron de estas fuentes. 

 

Fuentes Secundarias:  

 

Se refieren a todos aquellos portadores de datos e información que han sido 

previamente retransmitidos o grabados en cualquier documento, y que 

utilizan el medio que sea.  Esta información se encuentra a disposición de 

todo investigador que la necesite (Eyssautier, 2002). 

 
Las fuentes secundarias fueron la base esencial para el desarrollo de este 

trabajo, que requiere una estricta fundamentación en cuanto a lo que la 

legislación ha establecido en relación a los procesos de consulta a nivel 

nacional e internacional.  

 

Al desarrollarse una Guía se recurrió a las fuentes que abarcan la 

información acerca de las directrices existentes que determinan los principios 

sobre el derecho de Consulta. Algunas fuentes secundarias utilizadas son 

libros de texto, informes, Leyes y Decretos, Convenios internacionales.  
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3.2 Técnicas de Investigación 

 

Las técnicas de investigación constituyen el despliegue instrumental que 

permite dilucidar las interrogantes mediante un contraste de las 

postulaciones del estudio con la realidad empírica (Camacho, 2003). 

 

Las técnicas corresponden a un proceso de investigación, en este caso se 

detallan las que se utilizaron: 

 

Técnicas de gabinete.  

 

Las técnicas de gabinete están constituidas por el conjunto de instrumentos 

de análisis que se realiza sobre la base de documentos o informaciones 

secundarias. Son indispensables para obtener los datos contextuales que 

permiten construir el ámbito conceptual de la investigación (Camacho, 2003). 

Para la investigación sobre el derecho de consulta se recurrió a las 

siguientes técnicas de gabinete: 

 

Análisis documental. 

 

Consiste en el estudio de la documentación existente sobre el caso que se 

analiza. (Camacho, 2003) Por la naturaleza de este trabajo la principal 

técnica es la documental, siendo necesario contar con información suficiente, 

confiable y que además tenga validez en el contexto nacional e internacional, 

para que la Guía cuente con fundamentos tanto para su elaboración, como 

para su validez. Las fuentes son las publicaciones, las leyes, los convenios, 

las bibliotecas, los libros, las revistas y las publicaciones en internet.  
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Análisis jurídico. 

 

Se trata del estudio del problema desde el punto de vista de su dimensión 

legal. (Camacho, 2003) El análisis incluyó la identificación y análisis de los 

instrumentos de derecho internacional y nacional, así como las propuestas 

jurídicas. 

 

Estructura de desglose del trabajo (EDT) 

 

En español Estructura de desglose del trabajo (EDT) y en inglés Work 

Breakdown Structure (WBS), según el PMI, es una descomposición 

jerárquica, orientada al producto entregable, del trabajo que será ejecutado 

por el equipo del proyecto, para lograr los objetivos del proyecto y crear los 

productos entregables requeridos (PMI, 2008). 

 

Por medio de esta técnica se dividió en entregables o productos el proyecto, 

de manera que permitió definir mejor el alcance, así como el trabajo 

necesario para lograr los objetivos. El EDT permitió ordenar y desagregar los 

entregables del presente proyecto, quedando establecidos claramente de 

una forma estructurada, desagregada y gráfica. 

 

La EDT se elaboró con el software WBS Chat Pro, que es una herramienta 

que permite crear, visualizar, administrar, comunicar y desarrollar una EDT, 

facilitando el trabajo de la definición del alcance.  
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Cronograma del proyecto. 

 

El cronograma del proyecto es una herramienta que desglosa los entregables 

de la EDT en términos de actividades, incluyendo la interrelación entre ellas y 

la secuencia a lo largo de la duración del proyecto, permite establecer fechas 

de inicio y terminación del Proyecto que se presenta, de cada fase, de cada 

entregable y de cada actividad (Chamoun, 2005).  

 

El cronograma del proyecto facilita la planeación, la ejecución el control y el 

seguimiento de los proyectos, razón por la cual, su elaboración resulta 

fundamental para el éxito del proyecto. Los tiempos del proyecto están 

claramente establecidos. 

 

Juicio de expertos. 

 

Se brinda sobre la base de la experiencia en un área de conocimiento de 

acuerdo a las necesidades del proyecto que se esté desarrollando, puede ser 

proporcionada por personas o grupos con educación, conocimiento,  

habilidad, experiencia o capacitación especializada y que puede obtenerse 

de numerosas fuentes, como instancias de la organización ejecutante, 

interesados, consultores, etc. (PMI, 2008). 

 

En este caso el juicio de expertos será proporcionado por personas afines al 

tema, como investigadores especializados, así como personas indígenas que 

trabajan en el tema y puedan proporcionar su perspectiva y aportes a la 

construcción de la Guía aportando su visión de mundo y experiencia.  

 

El juicio de experto por su importancia ha sido utilizado desde la 

conceptualización del proyecto, obteniéndose el aporte de especialistas en 

dirección de proyectos y asuntos indígenas. 
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Entrevistas. 

 

El trabajo se complementará con información producto de entrevistas a 

personas especializadas en dirección de proyectos así como en el tema 

concreto, referente a la Guía para atender aspectos puntuales y 

especializados. 

 

Se realizarán entrevistas a personas que trabajan en el tema especializado 

para obtener retroalimentación, ya sea de forma personal o por medio 

electrónicos.  

 

Las entrevistas y la comunicación personal fue con los expertos: 
 

 Alancay Morales. Director Ejecutivo Kus Kura Sociedad Civil. Costa 
Rica.  
Indígena Brunka de Costa Rica. Especialista en temas indígenas.  

 

 Alí García. Escuela de Filología Lingüística y Literatura. Facultad de 
Letras, Universidad de Costa Rica. Costa Rica. 
Indígena Bribri de Costa Rica. Profesor y Consultor de Lengua y 
Cultura Indígena. 
 

 Aresio Valiente. Consultor y Director ejecutivo del Centro de Asistencia 
Legal Popular, CEALP. Panamá.  
Abogado, Poeta y Música del pueblo Kuna de Panamá. Especialista 
en derecho indígena. 
 

 Fergus MacKay. Coordinador del Programa de derechos humanos de 
Forest Peoples Programme. Inglaterra.  
Abogado especialista en derecho indígena. 
 

 

3.3 Método de Investigación. 

 

Como se anotó anteriormente y siguiendo a Taylor y Bogdan, la metodología 

cualitativa se refiere a la investigación que produce datos descriptivos, es un 
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modo de encarar el mundo empírico, este trabajo se basa  en los siguientes 

principios: 

 

 La investigación cualitativa es inductiva: Las personas que investigan 

desarrollan conceptos y comprensiones partiendo de pautas de datos y 

no recogiendo datos para evaluar modelos, hipótesis o teorías 

preconcebidas, se sigue un diseño de investigación flexible. 

 

 Se ve el contexto desde una perspectiva holística: las personas y el 

contexto no son reducidas a variables, sino considerados como un todo.  

 

 Se trata de comprender a las personas dentro del marco de referencia 

de ellas mismas: desde la investigación cualitativa se debe tener una 

identificación con las personas que se estudian para poder comprender 

cómo ven las cosas. 

 

 Todas las perspectivas son valiosas: Se busca una comprensión 

detalladas de las diferentes perspectivas. 

 

Se debe indicar además que el producto de este trabajo surge de una 

investigación científica, proceso que tiene como finalidad lograr un 

conocimiento objetivo, es decir, verdadero, sobre determinados aspectos de 

la realidad (Rojas, 2002). 

 

Las características culturales de los Pueblos Indígenas requieren un abordaje 

donde se contemple la especificidad cultural, se visibilicen sus características 

y visión de mundo, así como sus derechos. 

 

Los modelos tradicionales de concebir y ejecutar proyectos en general 

carecen de una visión que contemple la diferencia cultural, de lo que resulta 
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que a menudo se generen problemas de comprensión y fracaso en la 

ejecución de los proyectos debido a esa falta de comunicación intercultural y 

empoderamiento, que permita que las personas de diferentes culturas se 

comprendan y logren incorporar sus intereses y aspiraciones.  

 

La metodología cualitativa proporciona una forma de abordaje holístico, 

integral y respetuoso de las particularidades culturales de los Pueblos 

Indígenas. La guía se va a elaborar de forma gradual y con base en la 

información pertinente, para que se logre establecer con la mayor claridad 

posible para diferentes actores, las pautas que se deben contemplar a lo 

hora de realizar proyectos donde los Pueblos Indígenas se puedan ver 

perjudicados. Esta guía contiene los principios culturales de dichos pueblos. 

 

Esta forma de aprehensión de la realidad implica en este trabajo un enfoque 

conceptual basado en la revisión documental de los instrumentos legales 

desarrollados que abordan y sustentan el tema del derecho de Consulta de 

los Pueblos Indígenas y una revisión de forma constante de los principios 

sobre los cuales se sustentará la guía, que si bien es cierto es un documento 

escrito, debe integrar la naturaleza cultural de los Pueblos Indígenas. 

 

3.4 Entregables. 

 

Los entregables son los productos que se van a generar en el proyecto, 

resultado del esfuerzo realizado (PMBOK, 2008). 

 

De acuerdo a los objetivos definidos se presentan en el Cuadro 1 los 

objetivos el proyecto, así como los entregables de este trabajo: 
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CUADRO 2.- Tabla Resumen con los objetivos y entregables. 

 

Objetivos Entregables 

 Identificar los aspectos generales que 

caracterizan a los Pueblos Indígenas para 

fundamentar la especificidad cultural de la 

Guía. 

 Documento con la caracterización cultural 

de los Pueblos Indígenas en Costa Rica 

 .Identificar y analizar la legislación nacional y 

los instrumentos  internacionales ratificados 

por el país para fundamentar los aspectos  

legales del derecho de Consulta a los Pueblos 

Indígenas que deben ser parte de la Guía. 

 

 Documento con análisis de la legislación 

nacional y los instrumentos  internacionales 

ratificados por el país. 

 

 Determinar y conceptualizar los principios 

legales que debe incluir la Guía para orientar 

el cumplimiento del derecho de Consulta de 

los Pueblos Indígenas. 

 Guía con los principios para realizar la 

consulta a los Pueblos Indígenas. 
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4 DESARROLLO 

 

4.1 Generalidades de los Pueblos Indígenas en Costa Rica. 

 

En este capítulo se presentan las generalidades de los Pueblos Indígenas en 

Costa Rica, con base en los conceptos de Pueblos Indígenas, territorio e 

identidad, para contextualizar quiénes son, dónde están, cómo están en 

relación con las sociedades nacionales y lo más importante conocer sobre su 

identidad para comprender sus intereses. 

 

4.1.1 Pueblos indígenas. 

 

El término Pueblos Indígenas es utilizado en el Convenio No 169 de la OIT 

para referirse a los descendientes de las poblaciones que habitan el país, o 

en una región geográfica a la que pertenece el país en la época de la 

conquista o la colonización o del establecimiento de las actuales fronteras 

estatales y que cualquiera que sea su situación jurídica, conservan sus 

propias instituciones sociales, económicas, culturales y políticas, o parte de 

ellas (OIT, 2002). 

 

El término pueblos es una reivindicación para superar formas racistas y 

discriminatorias que se utilizaban para referirse a estos pueblos que han sido 

superadas y expresadas en disposiciones de carácter internacional como el 

Convenio 169 y la Declaración de Naciones Unidas sobre los Derechos de 

los Pueblos Indígenas. 

 

El territorio que hoy conocemos como Costa Rica estuvo habitado desde los 

10 mil años a.C. por sociedades indígenas antiguas que desarrollaron modos 

de vida propios hasta la llegada de los españoles en el siglo XVI, momento a 
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partir del cual se empezaron a dar los desplazamientos forzados hasta por lo 

menos el siglo XVIII, con el fin de repoblar otras regiones del país.  

 

En la actualidad en Costa Rica la población nacional alcanza un total de 3 

810 179 habitantes, de los cuales 63 876 corresponden a población indígena 

que se auto denomina como tal, equivalente al 1.7% del total, según indica el 

IX Censo Nacional de Población realizado en junio del 2000. (INEC 2002). En 

el Cuadro 1 se puede apreciar el total de la población indígena que habita en 

el país, tanto en los territorios indígenas como fuera de ellos. 

 

CUADRO 3.- Total de la población indígena en el país según ubicación. 
 

Ubicación Indígenas % de Indígenas 

Territorios Indígenas (1) 27,032 42.3 

Periferia de los Territorios (2) 19,590 30.7 

Resto del País (3) 17,254 27.0 

Costa Rica (4) 63,876 100.0 

(1) No incluye la población indígena de la Reservas creadas posterior a la elaboración del 
cuadro (China Kicha y Altos de San Antonio)   
(2) Distrito y Cantones aledaños a los territorios. 
(3) Incluye población indígena nacional y extranjera (nicaragüenses, peruanos, colombianos, 
panameños, y ecuatorianos entre otras nacionalidades. De este total se estima en 
aproximadamente 10.495 indígenas extranjeros residentes en el país.  
(4) Incluye Población Indígena en: los territorios indígenas, en la periferia de los territorios y 
en el Resto del país. 
Fuente: MIDEPLAN, 2002 

 

En Costa Rica se reconocen ocho Pueblos Indígenas que son: Cabécar, 

Bribri, Guaymí o Ngöbe, Brunka o Boruca, Huetar, Chorotega, Teribe y 

Maleku, cuyos datos de población y porcentaje de hectáreas, se presentan 

en el Cuadro 3, siendo los cabécares el grupo con mayor cantidad de 

población y territorio y los Malekus con la menor cantidad de población.  
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CUADRO 4.- Total de población indígena y extensión de su territorio  
según pueblo. 

 

Pueblo Indígena 
Total de 

Población 
 

Porcentaje de 
población 

 

Total de Has. 
Porcentaje de 

hectáreas        
 

Cabécar 9,861 36.5% 177,739 53.1% 

Bribri 9,636 35.7% 87,150 26.1% 

Guaymí (Ngöbe) 2,563 9.5% 26,899 8.0% 

Brunka (Boruca) 2,017 7.5% 23,090 6.9% 

Huetar 1,006 3.7% 5,515 1.7% 

Chorotega 868 3.2% 1,710 0.5% 

Térraba (Teribe) 621 2.3% 9,350 2.8% 

Maleku 460 1.7% 2,994 0.9% 

TOTAL 27,032 100% 334,447 100.0% 

Fuente: MIDEPLAN, 2002 

 

4.1.2 Territorios indígenas. 

 

El Convenio No 169 dice que el término tierras debe incluir el concepto de  

territorios, que se refiere a la totalidad del hábitat de las regiones que los 

Pueblos Indígenas ocupan o utilizan de utilizan  de alguna manera, y que el 

término tierras debe incluirlo, es decir, no sólo la tierra sino lo que hay en 

ellas, como los bosques, ríos, animales y otros (OIT, 2002). Asimismo en la 

Declaración se establece que tienen derecho a las tierras, territorios y 

recursos que tradicionalmente han poseído, ocupado o de otra forma 

utilizado o adquirido (ONU, 2007). 

 

En Costa Rica el sistema jurídico reconoce 24 territorios indígenas, definidos 

desde el punto de vista legal y administrativo desde el año 1956 en adelante, 
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por medio de Decretos Ejecutivos (establecidos en la Ley Indígenas como 

“reservas indígenas” antes de la promulgaci n del Convenio 169 que los 

determina como “territorios”). En el Mapa 1 se puede apreciar su distribuci n 

en el territorio nacional. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

Figura 2.- Mapa de los territorios indígenas de Costa Rica 
Fuente: Chacón 2010 

 
 

Sus territorios representan el 7% del territorio nacional con más de 300.000 

ha. Los Pueblos Indígenas tienen formas particulares de uso y tenencia de la 

tierra, el territorio y los recursos naturales. Estos usos se sustentan en su 

historia y cultura, aspecto muy importante al abordar el tema del derecho de 

consulta, al estar relacionado con la tenencia comunal de la tierra y de los 

espacios sagrados, por ejemplo. En el cuadro 4 se detallan los territorios 

indígenas en los que se encuentra cada una de estos pueblos y su 

extensión. 
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CUADRO 5.- Población indígena por territorio, total de población y total de 
extensión según cultura indígena. 

 

Pueblo 
Indígena 

Territorios 
Indígenas 

Población Total      
de 

Población 

Extensión 
Has. 

Total de 
Has 

Cabécar   10.011   

 Alto Chirripó 

Bajo Chirripó 

Tayní 

Telire 

Talamanca 
Cabécar  

Ujarrás 

Nairí Awari 

China Kicha* 

4,619 

363 

1,807 

536 

1,335 

855 

346 

150 

 77,973 

18,783 

16,216 

19,040 

16,260 

23,329 

5,038 

1,100 

 

     177,739 

Bribri   9,636   

 Talamanca Bribri 

Cocles (Këköldi)  

Salitre 

Cabagra 

 

6,458 

210 

1,285 

1,683 

 43,690 

3,900 

11,700 

27,860 

 

     87,150 

Brunka   2,017   

 Boruca 

Curré 

 

1,386 

631 

  

12,470 

10,620 

 

     23,090 

Térraba   621   

 Térrabas 

 

621  9,350  

     9,350 

Ngöbe   2,598   

 Coto Brus  

Abrojo Montezuma  

Conte Burica  

Guaymí de Osa  

Altos de San 
Antonio* 

1,091 

387 

971 

114 

35 

 9,000 

1,480 

12,400 

2,757 

1,262 

 

     26,899 
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Pueblo 
Indígena 

Territorios 
Indígenas 

Población Total      
de 

Población 

Extensión 
Has. 

Total de 
Has 

Huetares   1,006   

 Quitirrisí 

Zapatón 

952 

54 

 

 2,660 

2,855 

 

     5,515 

Malekus   460   

 Guatuso 460  2,994  
     2,994 

Chorotegas   868   

 Matambú 868  1,710  
     1,710 

TOTAL   27,032  334,447 

* Estos territorios fueron reconocidos como tales por Decreto Ejecutivo hasta mayo del 2001, 
posterior a la realización del IX  Censo de Población, por lo que los datos aportados aquí son 
estimaciones suministradas por la CONAI. La  población de estos territorios se agrega pero 
por no ser información censal el total no lo incluye 
Fuente: MIDEPLAN, 2002 

 

4.1.3 Identidad de los Pueblos Indígenas. 

 

Costa Rica es un país multicultural donde conviven diferentes grupos entre 

ellos los Pueblos Indígenas. En la Ley indígena, se considera la identidad 

como un determinante cuando se define el concepto de indígena y en el 

Convenio 169 un elemento esencial es que incorpora el concepto de la auto 

identidad como criterio fundamental para determinar a qué grupos indígenas se 

aplica. Establece que su identidad indígena deberá considerarse un criterio 

fundamental para determinar los grupos a los que se aplicarían  las 

disposiciones del Convenio. 

 

El entorno natural y la tierra son el común denominador más fuerte de la 

identidad indígena, también alterado en diferente grado de acuerdo a la 

presión sobre el uso de la tierra, la historia y la presión demográfica.  
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Este tema es esencial ya que “la identidad se articula a un espacio, del cual 

las personas se apropian, en el que generan sus prácticas cotidianas y 

construye los símbolos que le servirán de referencia para el procesos de 

conformaci n comunal” (Delgado y Loría 1993). En el caso de los pueblos  

indígenas la conceptualización de la tierra es sumamente importante,  

partiendo la misma base mitológica de esa relación con la Madre tierra.  

 

La presión de la colonización ha afectado más a los que se encentran 

próximos a los centros urbanos, los trazados y carreteras que han dividido 

sus asentamientos. En la mayoría de los casos las comunidades indígenas 

se caracterizan por encontrarse en lugares muy dispersos en la montaña, 

lejos de los centros de población. Las mayores poblaciones se concentran en 

la zona sur del país, a ambos lados de la Cordillera de Talamanca, en las 

provincias de Limón (8) y Puntarenas (12). 

 

Cada uno de los ocho Pueblos Indígenas tiene sus propias características 

socioculturales, económicas, políticas e ideológicas, siendo posible 

reconocer la diversidad cultural que entre estos mismos pueblos existe. A 

continuación se presenta una breve caracterización de cada uno de los 

ochos Pueblos Indígenas que en la actualidad existen en Costa Rica. 
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CUADRO 6.- Caracterización de los Pueblos Indígenas 
 

Pueblo Indígena Características 

Cabécares. Constituyen el grupo más numeroso de la población 
indígena con un 36.5% del total. Se encuentran localizados 
en ambos lados de la Cordillera de Talamanca. Los 
territorios de Chirripó, Bajo Chirripó, Tayni, Telire, 
Talamanca Cabécar y Nairi Awari se encuentran en el 
Atlántico y en el Pacifico el territorio de Ujarrás y China 
Kichá. 

 
Conservan una fuerte identidad cultural y el hábitat menos 
alterado, diversidad de costumbres y tradiciones, tales como 
su sistema de parentesco de clanes matrilineales. Hablan su 
idioma el Cabécar y en menor proporción el español.  

 
Se dedican a actividades agrícolas, cultivan granos básicos 
además de café, cacao, cítricos plátanos complementado 
con la caza y la pesca. 

 
El acceso a los territorios cabécares es difícil, transitables 
generalmente en vehículos de doble tracción 
 

Bribris. Se constituyen en el segundo pueblo con más población 
indígena con un 35.6% del total. Están localizados en ambos 
lados de la Cordillera de Talamanca, en el lado Atlántico en 
los territorios de Talamanca Bribri y Cocles (Këköldi) y en el 

Pacifico en los territorios de Salitre y Cabagra. 

 

El pueblo Bribri mantiene una serie de tradiciones propias; 
entre ellas idioma Bribri, la forma constructiva de la vivienda 
con estructura cónica, y las más habituales que se 
mantienen en la actualidad de forma cuadrada o rectangular, 
cubiertas con grandes hojas con paredes de caña. El 
parentesco se caracteriza por un conjunto de clanes que 
trazan su descendencia por la línea materna. 

 

Se dedican a la agricultura, la caza y la pesca. La actividad 
productiva más importante es la agricultura, principalmente 
el cacao y el plátano, también cultivan maíz, frijoles y 
tubérculos entre otros. También se dedican a la crianza de 
cerdos y aves para autoconsumo, complementado por la 
pesca artesanal. Su expresión artesanal es la cestería, 
celebran cumpleaños, turnos, chichadas y el típico baile 
llamado Sorbón animado por canciones.  
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Pueblo Indígena Características 

En el territorio de Talamanca la comunicación es fluvial, se 
movilizan en botes, mientras en las otras reservas se llegan 
por trillos y caminos de tierra 

 

Ngöbes o Guaymíes Los Ngöbes o también denominados Guaymíes conforman 
un 9.5% del total de población indígena. Se localizan al sur 
del territorio nacional, cerca de la zona fronteriza de Costa 
Rica - Panamá. Se distribuyen en cinco territorios Coto Brus, 
Abrojo Montezuma, Conte Burica, Guaymí de Osa y Altos de 
San Antonio.  

 

La población guaymí ubicada en Costa Rica, se deriva de un 
movimiento migratorio constante, proveniente de tres zonas 
importantes de Panamá (Bocas del Toro, Veraguas y 
Chiriquí.). La creación de las reservas ha ido estabilizando 
su asentamiento en territorio nacional. 

 

Conservan muchas costumbres propias, trajes, su idioma es 
el Ngöbe, hablan poco el español. Cultivan cacao, frijoles, 
arroz, maíz, palmito, plátano, tubérculos entre otros, y lo 
combinan con la cría de cerdos, aves y con actividades de la 
caza y la pesca.  

 

Para su vivienda construyen ranchos a nivel del suelo con 
paredes de varilla y techo de hojas de palma real, de forma 
generalmente rectangular.  

 

Entre su artesanía se confeccionan artículos que se 
destacan por su calidad y colores, son artículos de fibra 
natural con tintes y colorantes vegetales; hacen las llamadas 
chácaras o bolsas tejidas, sombreros y los trajes 
tradicionales.  

 

Practican como costumbre bailes y fiestas grandes una vez 
al año. La Balsería es su máxima expresión, significa 
amistad, rivalidad competencia. 

 

Estas reservas son de difícil acceso, población muy dispersa 
que se comunica por trillos y veredas lo que hace que gocen 
de pocos servicios. 
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Pueblo Indígena Características 

Borucas o Brunkas Componen el 7.5% del total de la población indígena. Son 
conocidos como Borucas. Están ubicados en el cantón de 
Buenos Aires de Puntarenas, en los territorios básicos 
Boruca y Curré. 

 

Este pueblo ha recibido mucha influencia de parte de la 
sociedad no indígena, campesina en especial, sin embargo, 
se han mezclado las actividades modernas con sus antiguas 
tradiciones, lo que les permite mantener su identidad 
cultural. 

 

Sus territorios sufren problemas de deforestación, al grado 
de muchas fuentes hidrográficas han desaparecido y otras 
tienden a extinguirse. 

 

Se dedican al cultivo de maíz, arroz, plátano entre otros y 
complementan su alimentación con la cría de cerdos, aves y 
ganado en algunos casos.  

 

La vivienda ha evolucionado por la influencia de los no 
indígenas, primero se describía con paredes de caña brava, 
techo de paja, piso de tierra y de dos divisiones (cuarto y 
cocina) de forma rectangular. 

 

Hoy en día se encuentra combinación de paredes de  

 

Han desarrollado mucho su artesanía de tipo textil, que va 
desde la siembra del algodón, procesamiento de tientes 
naturales, hasta la elaboración de artículos como bolsos, 
carteras. También trabajan en la talle de madera con las 
tradicionales figuras de diablos y otras representaciones 
zoomorfas, que se utilizan en una de las celebraciones más 
relevantes, el Baile de los Diablitos. 

 

Cuentan con cierta facilidad de acceso y con algunos 
servicios como transporte, agua en cañería, y electricidad.  
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Pueblo Indígena Características 

Huetares Constituyen un 3.7% del total de población indígena. Se 
encuentran en los territorios de Quitirrisí en Mora y Zapatón 
en Puriscal de la provincia de San José. 
 
Conservan poco de su cultura, afectada por la colonización y 
él tránsito a centros urbanos, aunque todavía mantienen 
algunas tradiciones que les permiten conservar su identidad 
cultural. Los Huetares hablan en la actualidad español. 
 
Los Huetares cultivan únicamente el café y el maíz, en 
conjunto con las plantas medicinales debido a la pobreza de 
sus tierras no aptas para la agricultura y altamente 
deforestadas.  
 
La artesanía con palma, zacate, fibras vegetales y tintes 
naturales para las fibras es la principal actividad económica 
de la población, elaboran bolsos, carteras, canastas, etc., 
también realizan algunos trabajos con la cerámica. Sus 
productos los comercializan en ferias y en puestos de los 
mismos indígenas, en el borde de la carretera. Sus 
tradiciones han variado, sus viviendas son hechas de 
material mixto: cemento, madera y zinc, son escasas las 
viviendas con alguna estructura tradicional. Como tradición 
conservan la fiesta del maíz, el uso de plantas medicinales y 
algunas comidas especiales. 
 
Cuentan con servicios de transporte, educación primaria, 
agua potable, salud rural, comercio y electricidad 

 

Chorotegas Forman un 3.2% del total de población indígena, ubicados 
en el territorio Matambú en Hojancha de Guanacaste.  
 
Este grupo es otro ejemplo de la influencia del medio rural 
campesino. Conservan pocas tradiciones, hablan sólo el 
español, hoy día se organizan en asociaciones campesinas 
para responder a las exigencias del pueblo.  
 
Se dedican a la agricultura, cultivan granos básicos, 
hortalizas, caña de azúcar, frutales, maíz, complementando 
con ganadería y aves. 

 

Térrabas 

 

Este grupo representa un 2.3% del total de población 
indígena, ubicados en el territorio del mismo nombre: 
Térraba, en Buenos Aires de Puntarenas.  Se ubican en 
colindancia con los Brunkas, a orillas del río Grande de 
Térraba. 
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Pueblo Indígena Características 

Su modo de vida es similar al campesino, con la pérdida de 
sus antiguas costumbres, idioma, vestido y el tipo de 
vivienda, pero mantienen su identidad cultural. También este 
territorio ha sido afectado por las constantes deforestaciones 
que de forma inescrupulosa se han realizado. 
 
Se dedican a labores agrícolas, absorbidos por un modo de 
vida rural no indígena, debido a la colonización agrícola. 
Siembran maíz y arroz entre otros cultivos, complementados 
con aves, cerdos y pesca.  
 
La vivienda más característica es con paredes de madera y 
techos de zinc de forma rectangular de dos o tres divisiones. 

 

Guatusos o Malekus 

 

Es uno de los grupos indígenas más pequeños, tanto en la 
población como en la superficie que ocupan en el territorio. 
Representan el 1.7% del total de población indígena. Se 
encuentran ubicados en el territorio de Guatuso en San 
Rafael de Alajuela. Habitan tres asentamientos: El Palenque 
Margarita, Tonjibe y el Sol.  
 
Su principal actividad agrícola es el cultivo del cacao, 
pejibaye, palmito, y además son pescadores de río. Trabajan 
artesanalmente, en la confección de figuras indígenas, de 
cerámica, artículos de madera en balsa, y arcos y flechas en 
madera. 
 
Conservan sus expresiones culturales. Hablan el maleku y el 
español, visten ropas comunes de los no indígenas.  
 
Su vivienda está estructurada de cemento, madera y zinc 
con tres habitaciones. La artesanía ha sido reorganizada 
para darle mayor auge a los objetos tallados en madera 
como arcos y flechas. 
 
Con relación a sus tradiciones tienen sus propias creencias 
funerarias, cantos y formas de preparar alimentos. 

 

 

La cultura de los Pueblos Indígenas se mantiene más allá de las 

manifestaciones externas como vestimenta, artesanía, decoración, técnicas 

agrícolas o de caza, o el mismo idioma, que con el paso del tiempo y 

distintos procesos de aculturación y cambio han sido sustituidas por otro tipo 

de expresiones, que acompañadas de sus propias ideologías han venido a 



38 

 

 

reconfigurar la cultura de cada pueblo, de modo que la identidad cultural 

permanece compuesta de ideologías ancestrales así como de nuevas 

expresiones culturales asociadas a otras influencias de sociedades que 

componen la diversidad cultural del país. 

 

El estilo de vida varía desde la conservación de formas del tradicional modo 

de vida, hasta los más influenciados por la cultura no indígena, desde el uso 

cotidiano del idioma propio hasta el uso exclusivo del español, pasando por 

mezclas de organización tradicional, que fundamentan nuevas formas 

organizativas amparados a la legislación nacional; expresiones religiosas 

híbridas donde conviven ideologías ancestrales con prácticas no indígenas, 

donde se han logrado configurar las nuevas identidades de los Pueblos 

Indígenas siempre basadas en la cultura propia. 
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4.2 Disposiciones legales y jurídicas para la fundamentación de la 

consulta.  

 

El paulatino reconocimiento de la multiculturalidad por parte de los Estados 

se ha venido dando hasta en los últimos veinte años, acompañado del 

reclamo en cuanto los derechos económicos, sociales, culturales y políticos 

de los Pueblos Indígenas donde han pasado a ser actores que reclaman el 

derecho a la auto adscripción (Programa Estado de la Región, 2008).  

 

Este reconocimiento es básico al abordar el tema de derechos de consulta de 

los Pueblos Indígenas como actores con derechos sobre sus tierras, 

territorios y culturas.  

 

Los esfuerzos por hacer valer sus derechos se han dado a nivel  

internacional, desde hace mucho tiempo, con la consecuente promulgación  

de instrumentos que los reconocen, sin embargo los instrumentos jurídicos  

internacionales al ser trasladados a nivel nacional son todavía insuficientes  

en la medida que se mantiene una brecha con la legislación y la capacidad 

institucional para cumplir con los mandatos y compromisos adquiridos. 

Costa Rica es signataria de convenios que promueven el reconocimiento de 

los derechos de los Pueblos Indígenas, pero sigue siendo un desafío la 

implementación y el cumplimiento de los estándares internacionales en 

materia de Pueblos Indígenas en las normas, jurisprudencia y políticas 

internas de Costa Rica pese a los avances conseguidos (Programa Estado 

de la Región, 2008).  

 

El tema de la Consulta ya se ha incorporado en el tema de los derechos,  

tanto por parte de las comunidades quienes son plenamente conscientes de  

sus alcances, así como de las instituciones, quienes requieren mayor  
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claridad y comprensión acerca del tema, sobre los principios que se deberían  

considerar al desarrollar procesos pertinentes a este tema. 

 

Derecho de Consulta y Consentimiento Libre Previo e Informado. 

 

El tema del derecho a la Consulta en los últimos años ha adquirido 

importancia, es un derecho que los Pueblos Indígenas tienen a participar 

activamente en las decisiones que les atañen y un deber de los Estados de 

preguntarles, con el objetivo de llegar a obtener el Consentimiento libre, 

previo e informado. 

 

Los Pueblos Indígenas han sufrido históricamente desigualdades como la 

exclusión y la discriminación respecto al resto de la población en general, 

siendo uno de los sectores con los índices más bajos de desarrollo humano 

de la región. 

 

Esta situación de desigualdad ha requerido el desarrollo de instrumentos  

jurídicos internacionales para la defensa de los derechos de los pueblos  

indígenas, de forma que los Estados respeten y promuevan la participación 

en condiciones equitativas de este sector de población. 

El tema de la Consulta a los Pueblos Indígenas se basará en el enfoque de 

derechos humanos que es un “marco conceptual para el proceso de 

desarrollo humano que está cimentado en las normas internacionales de 

derechos humanos y desde el punto de vista operacional se encuentra 

orientado a la promoci n y la protecci n de los derechos humanos” (Oficina 

del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos 

Humanos, 2006). 

 

Los Derechos Humanos o también llamados derechos fundamentales, son 

los que respaldan la dignidad y que son necesarios para el desarrollo como 
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seres humanos y como pueblos, son el fundamento de la existencia y la 

coexistencia humanas. Son universales, indivisibles e interdependientes.  

 

Desde la aprobación de la Declaración Universal de los Derechos Humanos 

por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1948, los Estados han 

debatido, negociado y acordado muchos principios fundamentales y 

disposiciones jurídicas orientados a proteger y promover toda una serie de 

derechos civiles, culturales, económicos, políticos y sociales. 

 

El proceso de Consulta es uno de los temas desarrollados, que debe ser 

entendido solo como una etapa para que los Pueblos Indígenas otorguen lo 

verdaderamente importante que es la negociación del Consentimiento libre 

previo e informado. Al respecto el Comité para la Eliminación de la 

Discriminación Racial - CEDR (Oficina del Alto Comisionado de la Naciones 

Unidas para los Derechos Humanos 1997) ha planteado lo siguiente: 

 

4. El Comité exhorta en particular a los Estados Partes a que:  
a) Reconozcan y respeten la cultura, la historia, el idioma y el 
modo de vida de los pueblos indígenas como un factor de 
enriquecimiento de la identidad cultural del Estado y garanticen 
su preservación;  
b) Garanticen que los miembros de los pueblos indígenas sean 
libres e iguales en dignidad y derechos y libres de toda 
discriminación, en particular la que se base en el origen o la 
identidad indígena; 
c) Proporcionen a los pueblos indígenas las condiciones que les 
permitan un desarrollo económico y social sostenible, 
compatible con sus características culturales; 
d) Garanticen que los miembros de los pueblos indígenas 
gocen de derechos iguales con respecto a su participación 
efectiva en la vida pública y que no se adopte decisión alguna 
directamente relacionada con sus derechos e intereses sin su 
consentimiento informado; 
En el punto d) hace un llamado especial a que ante cualquier 
decisión se adopte el consentimiento informado.  
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Para analizar este tema se presentan los principales instrumentos que 

fundamentan el derecho de la consulta a nivel nacional e internacional. 

 

4.2.1 Legislación nacional indígena y propuestas legales. 

 

En esta sección se determina y analiza la legislación nacional y las 

propuestas legales más relevantes que permiten fundamentar el derecho de 

consulta. Se consideran para efectos de este análisis las siguientes 

disposiciones jurídicas: Constitución Política de la República de Costa Rica; 

Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, por 

medio del Voto 3003-92 y el Voto 4320; Ley Indígena de Costa Rica; 

Reglamento a la Ley Indígena así como la Propuesta Legal del Proyecto de 

Ley para el Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas. 
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Figura 3.- Legislación Indígena y Propuestas Legales 
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4.2.1.1 Constitución Política de la República de Costa Rica. 

 

La Constitución Política de la República de Costa Rica promulgada en 1949, 

es el instrumento con la mayor fuerza de Ley en el Ordenamiento Jurídico 

nacional, es decir su rango es superior a cualquier Ley. En el artículo 1 y en 

el 33 establece principios de democracia, libertad e independencia de la 

República y la igualdad de todas las personas ante la Ley. A continuación se 

transcriben:  

 
Artículo 1.- Costa Rica es una República democrática, libre e 
independiente. 

 

En el artículo 33 se estipula la igualdad de todas las personas y que no debe 

practicarse discriminación: 

 

Artículo 33.- Todo hombre es igual ante la ley y no podrá 
practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad 
humana 

 

La Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia ha ampliado criterio 

sobre este tema en el Voto 4320 de mil novecientos noventa y seis, que se 

detalla mas adelante. 

 

En el sistema costarricense, las leyes internacionales sobre Derechos 

Humanos tienen una situación especial, o sea, valor igual o superior a los 

Derechos Humanos que están en la misma Constitución. Esta condición está 

establecida en el siguiente artículo: 

 
Artículo 7.- Los tratados públicos, los convenios 
internacionales y los concordatos debidamente aprobados por 
la Asamblea Legislativa, tendrán desde su promulgación o 
desde el día  que ellos designen, autoridad superior a las leyes. 
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Los tratados públicos y los convenios internacionales referentes 
a la integridad territorial o la organización política del país, 
requerirán aprobación de la Asamblea Legislativa, por votación 
no menor de las tres cuartas partes de la totalidad de sus 
miembros, y la de los dos tercios de los miembros de una 
Asamblea Constituyente, convocada al efecto. 
 

Este artículo dispone que en el sistema costarricense los tratados públicos, los 

convenios internacionales y los concordatos, debidamente aprobados por la 

Asamblea Legislativa, tengan desde su promulgación o desde el día que 

ellos designen, autoridad superior a las leyes.  

 

Las leyes internacionales que son aprobadas por la Asamblea Legislativa, 

tienen fuerza superior a la ley; es decir, que la norma más importante a nivel 

nacional es la Constitución, seguida por los convenios o tratados 

internacionales: luego están las leyes ordinarias, seguidas de los decretos y 

finalmente otras normas como los reglamentos.  

 

El artículo 48 de la Constitución estableció que unos de sus principios 

fundamentales es la protección de los Derechos Humanos, por lo que debe 

entenderse que los Derechos Humanos protegidos por los tratados o 

convenios internacionales están garantizados en la Constitución. (Chacón 

2010) 

 

Artículo 48.- Toda persona tiene derecho al recurso de habeas 
corpus para garantizar su libertad e integridad personales, y al 
recurso de amparo para mantener o restablecer el goce de los 
otros derechos consagrados en esta Constitución, así como los 
de carácter fundamental, establecidos en los instrumentos 
internacionales sobre derechos, aplicables en la República. 

 

Con base en estos artículos es que el Convenio Nº 169 de la OIT, al ser una 

ley internacional ratificada por Costa Rica y que protege los Derechos 
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Humanos de las personas indígenas, tiene valor superior a la Constitución, 

es decir no se le debe oponer ninguna otra ley, decreto o reglamento.  

 

4.2.1.2 Voto 3003-92 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia de mil novecientos noventa y dos 

 

El Voto 3003-92 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia 

(1992) es sumamente importante para fundamentar el derecho de consulta 

de los Pueblos Indígenas en Costa Rica, ante la consulta Preceptiva de 

constitucionalidad hecha por el Directorio de la Asamblea Legislativa, avaló 

como constitucional el Convenio 169 de la OIT, cumple los requisitos 

constitucionales de forma y de fondo, y por ello puede ser aprobado por la 

Asamblea Legislativa, y dictó principios para interpretarlo. 

 

Este voto emite uno de los criterios más relevantes para el tema en cuestión,  

en el Considerando 8.a), referente al artículo 6.1.a) del Convenio, así como 

en las conclusiones que se trascriben:  

 

8.- En el articulado del Convenio no parece hacer nada que, 
correctamente interpretado y aplicado, pueda contravenir el 
Derecho de la Constitución. En este sentido merecen algún 
comentario las disposiciones de los artículos 6.1.a), 16 y 25.2, 
como únicos que pudiesen suscitar alguna duda: 
a) En cuanto al artículo 6.1. a) entenderse que la obligación de 
“consultar a los pueblos interesados, mediante procedimientos 
apropiados y en particular a través de sus instituciones 
representativas, cada vez que se prevean medidas legislativas 
o administrativas susceptibles de afectarles directamente”, lo 
mismo que las siguientes de establecer canales de 
participación, desarrollo e iniciativa de esos pueblos, aquí 
únicamente se señalan objetivos que coinciden, por cierto, con 
los principios y valores democráticos correctamente entendidos, 
los cuales implican el ejercicio permanente del poder por el 
pueblo o, dicho de otra manera, su permanente participación en 
la toma de las decisiones que les atañen; 
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9.- Conclusiones: La Sala estima que, lejos de contener 
enfrentamientos con la Constitución de nuestro país, el 
Convenio refleja los más caros valores de nuestra nacionalidad 
democrática, desarrollando los derechos humanos de los 
indígenas costarricenses y puede ser un punto de partida para 
iniciar una revisión de la legislación secundaria para adaptarla a 
estas necesidades. 

 

Este texto fundamenta constitucionalmente que El Convenio 169 está acorde 

con los principios y valores de la nacionalidad democrática y la participación 

del pueblo en la toma de decisiones. 

 

4.2.1.3 Voto 4320 de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de 

Justicia del mil novecientos noventa y seis. 

 

En el Voto 4320 se emite criterio acerca del principio de igualdad establecido 

en el Artículo 33 de la Constitución Política, y 24 de la Convención 

Americana sobre Derechos Humanos.  

 

Las particularidades de los Pueblos Indígenas constituyen "elementos 

objetivos de diferenciación", que aunados a la situación de desventaja y 

desigualdad que históricamente han sufrido estos pueblos respecto al resto 

de la sociedad, justifica tomar medidas de “discriminación positiva” para que 

se logre el mismo trato, con miras a alcanzar la igualdad real, por medio de la 

aplicación de instrumentos internacionales que han sido desarrollados para 

tal propósito, como el Convenio 169 de la OIT. 

 

En el considerando III que se trascribe se explica el principio de igualdad: 

 

III.-…Según este principio (de igualdad), debe darse un mismo 
trato a los iguales, y un trato diferente a los desiguales; debido 
a que las diferencias existentes entre los sujetos, justifican dar 
un trato diverso. Estas diferencias o situaciones particulares, 
constituyen lo que la sala ha denominado en su reiterada 



48 

 

 

jurisprudencia (ver sentencia N 337-91 de las 14:56 horas del 8 
de febrero de 1991), "elementos objetivos de diferenciación" 
que justifican y ameritan un trato diferente, conocido en la 
doctrina constitucional como "discriminación positiva", que 
consiste en dar un tratamiento especial a aquellas personas o 
grupos, que se encuentren en una situación de desventaja con 
respecto a los demás. Este tratamiento diferenciado busca 
compensar esa situación de desigualdad original; y se orienta al 
logro de una "igualdad real" entre los sujetos. Debe resaltarse 
que, esa diferencia de trato no quebranta el principio de 
igualdad; más bien, resulta de la aplicación del mismo, y de una 
adecuada interpretación del Derecho de la Constitución. Existen 
diversos instrumentos jurídicos tendientes a fomentar esa 
igualdad real entre los sujetos; entre ellos puede ubicarse la 
situación particular de los aborígenes, quienes tradicionalmente 
han sido discriminados, por razones históricas, sociales, 
económicas y culturales. Ellos sufren las consecuencias de una 
sociedad que no comprende ni respeta sus diferencias; y que 
en ocasiones, tiende a verlos como seres incapaces de dirigir 
sus propias vidas y destinos. 

 

Más adelante, la Sala respecto al principio democrático señaló que Costa 

Rica  es una República democrática, el régimen costarricense se fundamenta 

en el sistema del Estado de derecho y en los principios de democracia 

representativa, participativa y pluralista. Así lo indicó textualmente:  

 

VIII.- En otra sentencia reciente, la N1267-96 de las 12:06 
horas del 15 de marzo de 1996 la Sala señaló respecto al 
principio democrático lo siguientes presupuestos:  

IV.- a) Costa Rica es una República democrática (preámbulo y 
artículo 1 de la Constitución Política), con un sistema de 
representación -ejercicio indirecto- (artículos 9, 105, 106, 121 
inciso 1 ibídem), donde la democracia es la fuente y norte del 
régimen y la representatividad el instrumento pragmático para 
su realización. Es decir, en Costa Rica, como Estado 
Democrático de Derecho, la idea democrático-representativa se 
complementa con la de una democracia participativa -de activa 
y plena participación popular-, que es precisamente donde el 
principio democrático adquiere su verdadera dimensión. En 
este sistema, el principio cristiano de la dignidad esencial de 
todo ser humano informa plenamente el orden social, colocando 
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a los seres en un plano de igualdad y repudiando toda 
discriminación irrazonable. Por ello, la Sala dejó sentado en su 
sentencia N 980-91, entre otros conceptos, que el régimen 
costarricense se fundamenta en el sistema del Estado de 
derecho y en los principios que lo informan de democracia 
representativa, participativa y pluralista, así como en la 
concepción occidental y cristiana de la atribución de dignidad, 
libertad y, en consecuencia, derechos fundamentales a todo ser 
humano por su sola condición de tal." 

 

4.2.1.4 Ley Indígena de Costa Rica. 

 

La Ley Indígena se aprobó por Ley N° 6172 del año 1977, presentándose para 

ese momento histórico como una legislación pionera en América Latina en 

torno a los derechos de los Pueblos Indígenas. Es una ley que desarrolló y 

superó en algunos aspectos las obligaciones internacionales contraídas por 

Costa Rica, lo que se puede ver al declarar la propiedad de la tierra de los 

indígenas, para evitar la inscripción privada en manos de otros; también se 

otorgó plena personería y capacidad jurídica a sus comunidades para dirigir 

actividades y decidir sobre sus bienes, entre otros. (Voto 3003 1992). 

 

El artículo 4 plantea aspectos relacionados con su capacidad jurídica  y las 

estructuras comunitarias: 

 

Articulo 4.- Las reservas serán regidas por los indígenas en 
sus estructuras comunitarias tradicionales o de las leyes de la 
República que los rijan, bajo la coordinación y asesoría de 
CONAI. 
 
La población de cada una de las reservas constituye una sola 
comunidad, administrada por un consejo directivo representante 
de toda la población; del consejo principal dependerán comités 
auxiliares si la extensión geográfica lo amerita. 
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Se establece el derecho de los Pueblos Indígenas a organizarse de acuerdo 

a sus estructuras comunitarias tradicionales, o bien a través de leyes de la 

República que rijan a la organización indígena. Se crea la CONAI y se le 

asignan labores de coordinación y asesoría en materia de organización 

comunal en los territorios, que será formalizada en la Ley de Creación de la 

Comisión Nacional de Asuntos Indígenas (CONAI) por la Ley 5251 de 1973, 

como el ente que agrupa/aglutina a las comunidades indígenas, con 

representantes de varias instituciones del Estado, según los artículos 1 y 2.  

 

Una de las limitantes de esta Ley ha estado en su aplicación de manera 

efectiva y la falta de apropiación por parte de las mismas poblaciones 

indígenas. Esta situación se puede ver en lo referente a que el gobierno propio 

indígena se supedita a una entidad para-estatal como es la Asociación de 

Desarrollo Integral que no toma en cuenta la realidad de los pueblos y las 

disposiciones adoptadas desde 1977. El avance de los instrumentos 

internacionales y las nuevas formas de relacionamiento de los Estados con los 

Pueblos Indígenas ha producido revisiones y propuestas en ese sentido, 

contenidas en el proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo de los Pueblos 

Indígenas que se encuentra en la Asamblea Legislativa, se presenta más 

adelante.  

 

4.2.1.5 Reglamento a la Ley Indígena. 

 

En el Reglamento a la Ley Indígena N° 8487-G 1978, las instancias 

organizativas indígenas propias que se reconocen como tales son las 

Asociaciones de Desarrollo Integral (ADI), que fueron propuestas como los 

órganos de representación jurídica de la comunidad indígena de cada 

territorio indígena. Esto quedó establecido en los siguientes artículos: 

 
Artículo 3.-  Para el ejercicio de los derechos y cumplimiento 
de las obligaciones a que se refiere el Artículo 2° de la Ley 
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Indígena, las Comunidades Indígenas adoptarán la 
organización prevista en la Ley N° 3859 de la Dirección 
Nacional de Asociaciones de Desarrollo de la Comunidad y su 
Reglamento. 
 
Artículo 5.-  Las estructuras comunitarias tradicionales  a que 
se refiere el Artículo 4° de la Ley, operarán en el interior de las  
respectivas Comunidades; y las Asociaciones de Desarrollo,  
una vez inscritas legalmente, representarán judicial y 
extrajudicialmente a dichas comunidades. 

 

Las Comunidades Indígenas debieron adoptar la organización jurídica 

prevista en la Ley N° 3859 de la Dirección Nacional de Asociaciones de 

Desarrollo de la Comunidad y su Reglamento DINADECO, normativa 

genérica que no está adecuada a la forma de vida y cultura de los Pueblos 

Indígenas. 

 

En ese mismo sentido se crea a la Comisión Nacional de Asuntos Indígenas 

(CONAI), que funge como un ente estatal que no representa tampoco Las 

“estructuras comunitarias tradicionales”. 

 

Las “estructuras comunitarias tradicionales” no lograron ponerse en marcha, 

las ADI por otro lado, no son la única expresión representativa indígena y 

tampoco han logrado representar los intereses de estos Pueblos Indígenas 

en su totalidad; la tesis que la legislación vigente no reconoce sus propias 

formas de organización y se ven forzados a organizarse bajo modelos de 

organización impuestos y competencias extrañas se plantea en el Voto 3003 

de 1992. 
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4.2.1-6 Proyecto de Ley para el Desarrollo Autónomo de los Pueblos 

Indígenas y la Consulta. 

 

El Proyecto de Ley para el Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas, 

Expediente No 14.352 se encuentra en trámite en la Comisión de Asuntos 

Sociales para su estudio y dictamen.  

 

Se considera para este trabajo, como un recurso de referencia obligatoria 

producto de una Consulta nacional respecto a los derechos los Pueblos 

Indígenas; aporta los elementos para que el Convenio 169 se implemente de 

una mejor manera, y “brinda instrumentos claros para la aplicaci n del 

derecho a ser consultados que tenemos los Pueblos Indígenas sobre 

cualquier proyecto o política de desarrollo que se proponga llevar a cabo o 

afecte nuestra autonomía” (Asociaci n Cultural Ng begue y COECOCeiba 

2009). Se puede decir que es el primer documento consensuado a nivel 

nacional, donde se logra realizar una Consulta que incluye la participación de 

todos los pueblos, quedando plasmas las pautas de los Pueblos Indígenas 

respecto a sus derechos. 

 

Síntesis de la Consulta del Proyecto de Ley1. 

 

En Costa Rica se efectuó entre los años 2005 y 2006 un proceso histórico de 

Consulta formal en las comunidades indígenas, para que los Pueblos 

Indígenas pudieran opinar sobre el Proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo. 

El movimiento indígena que promovió el proyecto estuvo integrado por la 

Mesa Nacional Indígena, Asociaciones de Desarrollo Integral Indígenas, 

                                                 
1
 La información sobre el proceso de Consulta es una Síntesis de El Proyecto de Ley de 

desarrollo autónomo de los Pueblos Indígenas. Fundación para la Paz y la Democracia, 
FUNPADEM. 2007. 
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asociaciones indígenas, entre otras organizaciones. Este movimiento logró 

que la Consulta se realizara en dos etapas 1. la Preconsulta y 2. la Consulta. 

La Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa de  

Costa Rica, en sesión del 30 de noviembre de 2005, aprobó la convocatoria  

para efectuar la Preconsulta, la metodología que se utilizaría, la 

calendarización de los talleres que se realizarían en los Territorios Indígenas 

y nombró a la Mesa Nacional Indígena (MNI) como facilitadora del proceso.  

La propuesta de moción que elaboraron los y las líderes y dirigentes 

indígenas que recogieron los criterios de los Pueblos Indígenas en los 

talleres realizados, fue así acogida por las y los diputados de la Comisión. De 

esta manera se establece el antecedente jurídico - político de informar 

previamente a los Pueblos Indígenas del tema sujeto de consulta. 

 

La Preconsulta, mecanismo desarrollado por el movimiento indígena 

costarricense, es considerada para ese momento como un hecho inédito en 

Costa Rica, Latinoamérica y quizá en el mundo, ya que se instrumentaliza 

por medio de ella el derecho a información previa establecido en el numeral 

2) del Artículo 6 del Convenio 169, generando entre otros antecedentes los 

siguientes: 

 

 Garantías para ejercer el derecho de los Pueblos Indígenas a la 

información libre y previa para que puedan emitir criterios, basados en 

el caso que se les consultará. 

 

 Las Preconsultas y Consultas deben celebrarse en los propios 

territorios indígenas, facilitadas y dirigidas por las mismas personas 

indígenas. 

 Disponer con antelación de la información necesaria. 
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 Se están generando parámetros mínimos a tomarse en cuenta para 

futuras consultas. 

 

 Se está creando jurisprudencia. 

 

En cuanto a la etapa de Consulta, las personas líderes indígenas con apoyo 

de la MNI y tomando la experiencia de la Preconsulta, elaboraron la moción 

para la convocatoria a la Consulta, la metodología a utilizarse y la 

calendarización de los talleres a realizar en los territorios indígenas. La 

Comisión Permanente de Asuntos Sociales de la Asamblea Legislativa, en 

sesión del 27 de junio de 2006, aprobó dicha moción, asimismo nombró a la 

MNI como entidad facilitadora del proceso.  

 

La Consulta consistió en un mecanismo abierto para analizar y opinar sobre 

el contenido del texto vigente del Proyecto de Ley, sobre el que habían sido 

informados por medio de la Preconsulta. 

 

Algunos de los resultados más importantes de las Consultas realizadas en 

los Territorios Indígenas se pueden mencionar: 

 

 La convocatoria fue amplia y abierta a todas las autoridades 

tradicionales, organizaciones y habitantes en general. 

 

 Los talleres fueron facilitados por lo indígenas de sus propios territorios. 

 

El producto de esta consulta es el texto del Proyecto de Ley de desarrollo 

Autónomo de los Pueblos Indígenas, que fue aprobado y se encuentra en la 

Comisión de Asuntos Sociales. 
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A continuación se presentan los artículos del Proyecto de Ley que se 

utilizarán como referencia para este trabajo: 

 

ARTÍCULO 1.- El objetivo de la presente Ley, consiste en 
proteger y promover el desarrollo integral y la cultura autóctona 
de los Pueblos Indígenas costarricenses, por medio del 
establecimiento de relaciones concordantes con este objetivo, 
entre dichos pueblos y el Estado.  Asimismo, se establece el 
reconocimiento de la autonomía plena de los Pueblos Indígenas y 
su derecho de lograr la reivindicación de sus tradiciones y 
costumbres culturales, en estricto apego a los parámetros 
establecidos en la Constitución Política de la República, los 
convenios internacionales ratificados por el país y la legislación 
vigente. 
 
ARTÍCULO 2.- Defínase como autonomía plena, el derecho de 
los Pueblos Indígenas para: 
a) Asegurar a sus miembros, en condiciones de igualdad y 
libertad, los derechos y oportunidades que la legislación 
nacional otorga a los demás miembros de la población con la 
finalidad de que se aseguren sus derechos culturales  
b) Respetar la plena efectividad de sus derechos sociales, 
económicos y culturales, así como sus costumbres y 
tradiciones, y sus instituciones. 
c) Reconocer el derecho de determinar libremente su 
autogobierno, en armonía con sus tradiciones y cultura, dentro 
de los parámetros del ordenamiento jurídico nacional. 
d) Hacer valer sus derechos y obligaciones, desde la óptica 
de su especificidad cultural, dentro de la legislación nacional. 
e) Elaborar sus propios planes de desarrollo y tomar las 
decisiones que estimen convenientes para alcanzarlos, en el 
marco de sus costumbres y tradiciones. 
f) Administrar sus territorios y ejercer su derecho de 
propiedad sobre ellos, según los parámetros establecidos en la 
presente Ley. 
 
ARTÍCULO 3.- En el concepto de desarrollo autónomo de los 
pueblos y territorios indígenas, son elementos fundamentales: 
a) El reconocimiento, por parte del Estado, de las formas de 
organización de los Pueblos Indígenas, la representación social 
y la administración de los territorios indígenas, conforme a sus 
propias tradiciones. 
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b) La capacidad de los Pueblos Indígenas para definir su 
propio desarrollo, de conformidad con el principio de autonomía 
garantizado en el Convenio 169 sobre los Pueblos Indígenas y 
tribales en países independientes de la Organización 
Internacional del Trabajo, Ley N.º 7316, de 3 de noviembre de 
1992. 
c) La garantía del Estado de implementar medidas 
especiales, de común acuerdo con los respectivos Consejos 
Indígenas Territoriales, para proteger los territorios y mejorar 
sus condiciones de vida, sociales, económicas, culturales, 
educativas y políticas, así como la infraestructura en los 
territorios indígenas. 
d) El respeto y la reivindicación de las costumbres y los 
valores culturales autóctonos, así como el reconocimiento de 
las instituciones de derecho consuetudinario. El reconocimiento, 
por parte del Estado, de la diversidad cultural de la 
conformación de la nacionalidad costarricense, comprende la 
garantía de las instituciones de coadyuvar a proteger y respetar 
los sistemas de organización, las costumbres, los valores, el 
ecosistema y el ambiente, en los territorios habitados por 
indígenas. 
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4.2.2 Instrumentos Legales Internacionales. 

 

Costa Rica ha suscrito gran número de instrumentos internacionales que 

directa o indirectamente protegen los derechos de las minorías en general y 

en especial los de los Pueblos Indígenas.  

 

En cuanto a la jerarquía en el Derecho Internacional se debe recordar dos 

condiciones para dimensionar el papel de los instrumentos internacionales en 

la legislación nacional. 

 

1. Jerarquía del derecho internacional: obliga a los estados a tomar 

medidas para asegurar que su ley interna conforme al derecho 

internacional y cuenta con los mecanismos y las medidas para hacer 

efectivo los derechos afirmados en ella.  

 

2. Representa deberes y obligaciones vinculantes al Estado ante sus 

propios ciudadanos así como con la comunidad internacional. 

 

Para el análisis se consideran y analizan los siguientes instrumentos 

internacionales relacionados con el derecho de consulta:  

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Convención Internacional 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación Racial, 

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos (en adelante “la 

Convenci n Americana”), Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y 

Tribales en Países Independientes de la Organización Internacional del 

Trabajo, también conocido como Convenio 169, según la nomenclatura de 

dicha Organización, Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos 

de los Pueblos Indígenas de la ONU, Caso del Pueblo Saramaka vs. 

Surinam, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Excepciones 
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Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas; así como la Interpretación de la 

Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
Figura 4.- Instrumentos Internacionales que fundamentan el Derecho de Consulta 
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4.2.2.1 Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y 

Culturales  

 

El Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales 

(1966), fue aprobado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la 

Asamblea General en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de diciembre de 

1966 su entrada en vigor fue 3 de enero de 1976, de conformidad con el 

artículo 1 establece: 

 

Artículo 1 
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. 
En virtud de ese derecho establecen libremente su condición 
política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y 
cultural. 

 

Este derecho es un derecho que aplica para todos los pueblos, aunque no se 

haga mención directa a los Pueblos Indígenas, estos también tendrían 

derecho a decidir sobre sus recursos. 

 

Artículo 2 
2. Los Estados Partes en el presente Pacto se comprometen a 
garantizar el ejercicio de los derechos que en él se enuncian, 
sin discriminación alguna por motivos de raza, color, sexo, 
idioma, religión, opinión política o de otra índole, origen 
nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier 
otra condición social. 

 

Crea obligaciones positivas a cargo del Estado para procurar que la 

población, sin distinciones de raza o de cualquier índole, tenga una mejor 

educación, trabajo y salarios justos, etc., aunque sin mencionar 

expresamente a las poblaciones autóctonas. 
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4.2.2.2 Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos 

 

Adoptado y abierto a la firma, ratificación y adhesión por la Asamblea 

General de Naciones Unidas en su resolución 2200 A (XXI), de 16 de 

diciembre de 1966 y entra en vigor en 1976, establece el derecho a la libre 

determinación y a la libertad de disponer sobre sus recursos, como se puede 

ver a continuación en el artículo 1: 

 

Artículo 1.- 
1. Todos los pueblos tienen el derecho de libre determinación. 
En virtud de este derecho establecen libremente su condición 
política y proveen asimismo a su desarrollo económico, social y 
cultural.  
2. Para el logro de sus fines, todos los pueblos pueden disponer 
libremente de sus riquezas y recursos naturales, sin perjuicio de 
las obligaciones que derivan de la cooperación económica 
internacional basada en el principio del beneficio recíproco, así 
como del derecho internacional. En ningún caso podrá privarse 
a un pueblo de sus propios medios de subsistencia.  
 

El artículo 27, reconoce a las minorías étnicas, religiosas e idiomáticas el 

respeto del derecho que les corresponde, en común con los demás 

miembros de su grupo, a tener su propia vida cultural, a profesar y practicar 

su propia religión y a emplear su propio idioma; 

 

Artículo 27.- En los Estados en que existan minorías étnicas, 
religiosas o lingüísticas, no se negará a las personas que 
pertenezcan a dichas minorías el derecho que les corresponde, 
en común con los demás miembros de su grupo, a tener su 
propia vida cultural, a profesar y practicar su propia religión y a 
emplear su propio idioma.  

 

Los términos de este Pacto, así como los del Pacto Internacional de 

Derechos Económicos, Sociales y Culturales son parte importante 

fundamento del Convenio 169 y la Declaración. 
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4.2.2.3 Convención Internacional sobre la Eliminación de Todas las 

Formas de Discriminación Racial 

 

Adoptada por la Asamblea General de las Naciones Unidas en 1965, y ya 

ratificada por más de 100 países (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos, 2008), es uno de los más importantes instrumentos que codifica 

en forma de convenio o tratado internacional la concepción de la igualdad de 

todas las razas del mundo, y prohíbe la distinción, exclusión, restricción o 

preferencia fundada en motivos de raza, color, linaje, origen nacional o 

étnico, dentro de lo que quedan, por supuesto, comprendidos los indígenas. 

 

4.2.2.4 Convención Americana sobre Derechos Humanos (en adelante 

“ a C  v   i   Am ri a a”) 

 

Suscrita en San José de Costa Rica el 22 de noviembre de 1969 (Corte 

Interamericana de Derechos Humanos, 2008), en la  Conferencia 

Especializada Interamericana sobre Derechos Humanos, Costa  Rica la 

ratificó 1970. 

 

La Convención Americana sobre Derechos Humanos es la base para la 

Resolución del Caso del  Pueblo de Saramaka Vs. Surinam, que se analizará 

más adelante.   

 

Establece en los artículos siguientes los derechos de toda persona, son 

discriminación de ningún tipo, y que los Estados deben adoptar medidas 

legislativas para hacer efectivos los derechos. 

 

Artículo 1. Obligación de Respetar los Derechos 
1. Los Estados partes en esta Convención se comprometen a 
respetar los derechos y libertades reconocidos en ella y a 
garantizar su libre y pleno ejercicio a toda persona que esté 
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sujeta a su jurisdicción, sin discriminación alguna por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de 
cualquier otra índole, origen nacional o social, posición 
económica, nacimiento o cualquier otra condición social. 
2. Para los efectos de esta Convención, persona es todo ser 
humano. 
 
Artículo 2. Deber de Adoptar Disposiciones de Derecho 
Interno 
Si en el ejercicio de los derechos y libertades mencionados en 
el artículo 1 no estuviere ya garantizado por disposiciones 
legislativas o de otro carácter, los Estados partes se 
comprometen a adoptar, con arreglo a sus procedimientos 
constitucionales y a las disposiciones de esta Convención, las 
medidas legislativas o de otro carácter que fueren necesarias 
para hacer efectivos tales derechos y libertades. 
 

Artículo 24. Igualdad ante la Ley 
Todas las personas son iguales ante la ley. En consecuencia, tienen 
derecho, sin discriminación, a igual protección de la ley. 

 

4.2.2.5 Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, también 

conocido como Convenio 169. 

 

El Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, en adelante 

Convenio 169, ha sido el instrumento jurídico internacional más importante, 

en materia sobre derechos individuales y colectivos de los Pueblos Indígenas 

y tribales del mundo, siendo un instrumento que establece una nueva forma 

de relación entre los Estados y los Pueblos Indígenas, los principios 

fundamentales son la participación en la toma de decisiones y el respeto a la 

identidad cultural. 
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Es un importante instrumento de Derecho Internacional en materia indígena, 

de Derechos Humanos existente en el sistema mundial que tutela de manera 

específica los derechos de los Pueblos Indígenas bajo un enfoque de respeto 

a la “autonomía indígena”. (Chac n 2010) 

 

La OIT ha venido trabajando en materia indígena y ha emitido dos leyes 

llamadas convenios, el primero fue el Convenio 107 sobre Poblaciones 

Indígenas y Tribales, “Convenio relativo a la protecci n e integraci n de las 

poblaciones indígenas y de otras poblaciones tribales y semitribales en los 

países independientes”, emitido en 1957. El segundo fue el Convenio No 169 

sobre Pueblos Indígenas y Tribales emitido en 1989, que surge después de 

que en 1986 la OIT declara el Convenio 107 como “vergonzoso” e inicia el 

proceso de revisión del Convenio, resultando en la adopción del Convenio 

169 en 1989, por la Conferencia Internacional del Trabajo por la Conferencia 

Internacional del Trabajo en 1989 en Ginebra, como respuesta a la 

necesidad de conceder a estos pueblos los Derechos Humanos 

fundamentales en el mismo grado que el resto de la población de los países 

en que habitan. (OIT 2002)  

 

En Costa Rica, se integró al ordenamiento jurídico nacional por medio de la 

Ley N° 7316 de 3 de noviembre de 1992, al ser ratificado forma parte del 

derecho interno del Estado, sin embargo por su misma condición de 

Convenio no requiere de leyes o reglamentos que lo desarrollen. Este 

Convenio se debe aplicar en todas las instituciones públicas y los Pueblos 

Indígenas deben exigir que así sea.  

 

Dos aspectos que es necesario puntualizar es que el Convenio promueve la 

creación de políticas públicas que tomen en cuenta las culturas locales e  

indígenas y abre espacios para el diálogo y participación de los pueblos  

indígenas por medio del mecanismo de Consulta (IIDH 2007). 
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De acuerdo al artículo 6 es obligatorio que se tome el parecer de las 

personas indígenas cuando se desarrollen acciones del Estado o cuando 

quieran hacer o modificar leyes que los afecten, como un proyecto o una ley 

que los pueda afectar. Lo que establece el Convenio es que se debe 

consultar, la decisión final no depende únicamente de la decisión tomadas 

por las personas indígenas.  

 

El derecho de consulta es uno de los conceptos básicos de este instrumento, 

como mecanismo para decidir sobre sus prioridades de desarrollo, en la 

medida que puedan afectar sus creencias, instituciones, bienestar espiritual y 

a las tierras que ocupan o de alguna forma utilizan. (OIT 2002). En el Artículo 

6 queda establecido y tiene carácter obligatorio para los países que lo hayan 

ratificado, como se transcribe:  

 

Artículo 6 

 Al aplicar las disposiciones del presente Convenio, los 
gobiernos deberán: 
a) consultar a los pueblos interesados, mediante 
procedimientos apropiados y en particular a través de sus 
instituciones representativas, cada vez que se prevean medidas 
legislativas o administrativas susceptibles de afectarles 
directamente; 
b) establecer los medios a través de los cuales los pueblos 
interesados puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, y a todos los 
niveles en la adopción de decisiones en instituciones electivas y 
organismos administrativos y de otra índole responsables de 
políticas y programas que les conciernan; 
c) establecer los medios para el pleno desarrollo de las 
instituciones e iniciativas de esos pueblos, y en los casos 
apropiados proporcionar los recursos necesarios para este fin. 

 Las consultas llevadas a cabo en aplicación de este 
Convenio deberán efectuarse de buena fe y de una manera 
apropiada a las circunstancias, con la finalidad de llegar a un 
acuerdo o lograr el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas. 
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El Estado tiene la obligación de tomar el parecer de los Pueblos Indígenas 

cuando quiera hacer algo, como un proyecto o una ley que los pueda afectar, 

para que proporcione sus criterios y posiciones respecto a lo que se quiera 

hacer. 

 

4.2.2.6 Declaración de las Naciones Unidas sobre los derechos de los 

Pueblos Indígenas de la ONU 

 

La Declaración de las Naciones Unidas sobre los Derechos de los Pueblos 

Indígenas, (en adelante la Declaración) fue adoptada por la Asamblea 

General de la ONU el 13 de setiembre del 2007. Es una fuente de derecho 

constitucional en el sistema costarricense.  

 

La Declaración ha sido adoptada como un instrumento único y especial que,  

si se utiliza de manera adecuada, tiene el potencial de responder y proteger 

los derechos de los Pueblos Indígenas. Para Charters y Stavenhagen, entre  

otros, es el instrumento internacional más completo y avanzado sobre 

derechos de los Pueblos Indígenas y la última incorporación a un creciente  

corpus de derecho internacional de los Derechos Humanos. Por primera vez  

en el derecho internacional, los titulares de los derechos, los Pueblos 

Indígenas, jugaron un papel central en las negociaciones sobre su contenido 

(IWGIA, 2009). 

 

Incorpora toda la gama de derechos civiles, políticos, económicos, sociales,  

culturales y ambientales. Además, reconoce la importancia de la diversidad 

cultural y los derechos de los Pueblos Indígenas como inherentes, tanto  

individuales como colectivos, e impone obligaciones a los estados, a las  

organizaciones internacionales y a los organismos intergubernamentales. 

 



66 

 

 

El objeto central en la Declaración es que el reconocimiento de los derechos 

de los Pueblos Indígenas “fomentará relaciones armoniosas y de 

cooperación entre los Estados y los Pueblos Indígenas, basadas en los 

principios de la justicia, la democracia, el respeto de los Derechos Humanos, 

la no discriminaci n y la buena fe” (ONU, 2007) 

 

Uno de los derechos más importante es el consentimiento, previo, libre e 

informado, condición indispensable para realizar cualquier consulta.  

 

Los artículos que refieren directamente a la consulta son: 

 

Artículo 18.- Los Pueblos Indígenas tienen derecho a participar 
en la adopción de decisiones en las cuestiones que afecten a 
sus derechos, por conducto de representantes elegidos por 
ellos de conformidad con sus propios procedimientos, así como 
a mantener y desarrollar sus propias instituciones de adopción 
de decisiones. 
 
Artículo 19.- Los Estados celebrarán consultas y cooperarán 
de buena fe con los Pueblos Indígenas interesados por medio 
de sus instituciones representativas antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que los afecten, a fin de 
obtener su consentimiento libre, previo e informado. 
 
Artículo 27.- Los Estados establecerán y aplicarán, 
conjuntamente con los Pueblos Indígenas interesados, un 
proceso equitativo, independiente, imparcial, abierto y 
transparente, en el que se reconozcan debidamente las leyes, 
tradiciones, costumbres y sistemas de tenencia de la tierra de 
los Pueblos Indígenas, para reconocer y adjudicar los derechos 
de los Pueblos Indígenas en relación con sus tierras, territorios 
y recursos, comprendidos aquellos que tradicionalmente han 
poseído u ocupado o utilizado de otra forma. Los Pueblos 
Indígenas tendrán derecho a participar en este proceso. 
 
Artículo 32.- Los Pueblos Indígenas tienen derecho a 
determinar y elaborar las prioridades y estrategias para el 
desarrollo o la utilización de sus tierras o territorios y otros 
recursos. 
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2. Los Estados celebrarán consultas y cooperarán de 
buena fe con los Pueblos Indígenas interesados por conducto 
de sus propias instituciones representativas a fin de obtener su 
consentimiento libre e informado antes de aprobar cualquier 
proyecto que afecte a sus tierras o territorios y otros recursos, 
particularmente en relación con el desarrollo, la utilización o la 
explotación de recursos minerales, hídricos o de otro tipo. 

 

4.2.2.7 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, Corte Interamericana 

de Derechos Humanos. Excepciones Preliminares, Fondo, 

Reparaciones y Costas. 

 

El Caso del Pueblo Saramaka. vs. Surinam, (Corte IDH 2007) es un caso 

histórico, se desarrolla de conformidad con los artículos 62.3 y 63.1 de la 

Convenci n Americana sobre Derechos Humanos (“Convenci n Americana”). 

En este la Corte Interamericana de Derechos Humanos afirma derechos y 

deberes que tienen que ser respetados e implementados por todos los 

países que han ratificado la Convención Interamericana de Derechos 

Humanos, tanto aquellos que deseen cumplir con sus deberes y obligaciones 

adicionales bajo otros tratados internacionales y la ley internacional en 

general. (Forest Peoples Programme 2009). Asimismo reafirma los 

principios establecidos en la Declaración. 

 

Las interpretaciones de la Corte IIDH a favor del pueblo Saramaka se 

extienden a los demás países miembros que han ratificado la Declaración y 

Convenciones relacionadas, clarifica y podría ser aplicable a los casos de 

Costa Rica. 

 

En el año 2000, la Asociación de Autoridades Saramaka de parte de varias  

comunidades del pueblo Saramaka viviendo en Surinam, llevó una petición 

ante la Comisión Interamericana de Derechos Humanos con el fin de parar 

las concesiones madereras otorgadas por el Gobierno dentro su territorio.  
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Cuando la Comisión declaró violaciones de sus derechos y recomendó 

medidas para remediar la situación el Estado no cumplió.  En vista de la falta 

de acción por el Estado, la Comisión llevó el caso ante la Corte 

Interamericana de Derechos Humanos en búsqueda de un fallo vinculante. 

(Forest Peoples Programme 2009). 

 

El 28 de noviembre de 2007, la Corte Interamericana falló a favor del Pueblo 

Saramaka, con lo que se avanzó en los derechos de los Pueblos Indígenas y 

tribales bajo el derecho internacional. 

 

Los derechos y deberes afirmados por la Corte en el Caso del Pueblo 

Saramaka. vs. Surinam se aplican en cualquier momento en que el Estado, 

sus agentes, o terceros (actuando con consentimiento o tolerancia del 

Estado), tienen intenciones de realizar actos que puedan afectar la 

existencia, valor, uso o goce de las tierras indígenas y los recursos que se 

encuentren adentro de ellas – incluyendo actividades de conservación, 

comerciales, obras públicas y más.  (Forest Peoples Programme 2009) 

 
Con base en el Caso del Pueblo Saramaka. vs. Surinam, se consideran 

relevantes para este trabajo los siguientes párrafos donde la Corte afirmó 

que el Estado debe cumplir con las siguientes “salvaguardas”: 

 

129. Primero, el Estado debe asegurar la participación efectiva 
de los miembros del pueblo Saramaka, de conformidad con sus 
costumbres y tradiciones, en relación con todo plan de 
desarrollo, inversión, exploración o extracción (en adelante 
“plan de desarrollo o inversión”)2 que se lleve a cabo dentro del 
territorio Saramaka. 
133. Primero, la Corte ha manifestado que al garantizar la 
participación efectiva de los integrantes del pueblo Saramaka 

                                                 
2
  Al utilizar el término (plan de desarrollo o inversión) la Corte supone cualquier actividad 

que pueda afectar la integridad de las tierras y recursos naturales dentro del territorio 
Saramaka, en particular, cualquier propuesta relacionada con concesiones madereras o 
mineras. 
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en los planes de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el 
Estado tiene el deber de consultar, activamente, con dicha 
comunidad, según sus costumbres y tradiciones (supra párr. 
129). Este deber requiere que el Estado acepte y brinde 
información, e implica una comunicación constante entre las 
partes.  Las consultas deben realizarse de buena fe, a través de 
procedimientos culturalmente adecuados y deben tener como 
fin llegar a un acuerdo. Asimismo, se debe consultar con el 
pueblo Saramaka, de conformidad con sus propias tradiciones, 
en las primeras etapas del plan de desarrollo o inversión y no 
únicamente cuando surja la necesidad de obtener la aprobación 
de la comunidad, si éste fuera el caso. El aviso temprano 
proporciona un tiempo para la discusión interna dentro de las 
comunidades y para brindar una adecuada respuesta al Estado.  
El Estado, asimismo, debe asegurarse que los miembros del 
pueblo Saramaka tengan conocimiento de los posibles riesgos, 
incluido los riesgos ambientales y de salubridad, a fin de que 
acepten el plan de desarrollo o inversión propuesto con 
conocimiento y de forma voluntaria. Por último, la consulta 
debería tener en cuenta los métodos tradicionales del pueblo 
Saramaka para la toma de decisiones. 
 
134. Asimismo, la Corte considera que, cuando se trate de 
planes de desarrollo o de inversión a gran escala que tendrían 
un mayor impacto dentro del territorio Saramaka, el Estado 
tiene la obligación, no sólo de consultar a los Saramakas, sino 
también debe obtener el consentimiento libre, informado y 
previo de éstos, según sus costumbres y tradiciones.  La Corte 
considera que la diferencia entre "consulta" y "consentimiento" 
en este contexto requiere de mayor análisis. 3 

 
135. Al respecto, el Relator Especial de la ONU sobre la 
situación de los derechos humanos y las libertades 
fundamentales de los Pueblos Indígenas ha observado, de 
manera similar, que: siempre que se lleven a cabo [proyectos a 
gran escala] en áreas ocupadas por Pueblos Indígenas, es 
probable que estas comunidades tengan que atravesar cambios 
sociales y económicos profundos que las autoridades 
competentes nos son capaces de entender, mucho menos 
anticipar. [L]os efectos principales […] comprenden la pérdida 
de territorios y tierra tradicional, el desalojo, la migración y el 
posible reasentamiento, agotamiento de recursos necesarios 

                                                 
3
 Tal requisito ha sido clarificado adicionalmente por la Corte en la interpretación del primer 

fallo que se presenta mas adelante. 
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para la subsistencia física y cultural, la destrucción y 
contaminación del ambiente tradicional, la desorganización 
social y comunitaria, los negativos impactos sanitarios y 
nutricionales de larga duración [y], en algunos casos, abuso y 
violencia.

4
  

 
 

En consecuencia, el Relator Especial de la ONU determin  que “es esencial 

el consentimiento libre, previo e informado para la protección de los derechos 

humanos de los Pueblos Indígenas en relación con grandes proyectos de 

desarrollo”5. 

 

136. De manera similar, otros organismos y organizaciones 
internacionales han señalado que, en determinadas 
circunstancias y adicionalmente a otros mecanismos de 
consulta, los Estados deben obtener el consentimiento de los 
pueblos tribales e indígenas para llevar a cabo planes de 
desarrollo o inversión a grande escala que tengan un impacto 
significativo en el derecho al uso y goce de sus territorios 
ancestrales. 
 
137. Es más significativo aún mencionar que el Estado 
reconoció, asimismo, que el "nivel de consulta que se requiere 
es obviamente una función de la naturaleza y del contenido de 
los derechos de la Tribu en cuestión".  La Corte coincide con el 
Estado y además considera que, adicionalmente a la consulta 
que se requiere siempre que haya un plan de desarrollo o 
inversión dentro del territorio tradicional Saramaka, la 
salvaguarda de participación efectiva que se requiere cuando 
se trate de grandes planes de desarrollo o inversión que 
puedan tener un impacto profundo en los derechos de 
propiedad de los miembros del pueblo Saramaka a gran parte 
de su territorio, debe entenderse como requiriendo 
adicionalmente la obligación de obtener el consentimiento libre, 
previo e informado del pueblo Saramaka, según sus 
costumbres y tradiciones.  
 

                                                 
4
   ONU, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y 

libertades fundamentales de los Pueblos Indígenas, supra nota 97, p. 2. 
5
   ONU, Informe del Relator Especial sobre la situación de los derechos humanos y 

libertades fundamentales de los Pueblos Indígenas, supra nota 97, párr. 66. 
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4.2.2.8 Interpretación de la Sentencia de Excepciones Preliminares, 

Fondo, Reparaciones y Costas. 

 

Por solicitud del Estado de  urinam, que busc  una “interpretaci n” 

(clarificación) de ciertos aspectos del fallo, el 12 de agosto de 2008, la Corte 

emitió un segundo fallo – una interpretación de su sentencia inicial en el 

Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam.6 (Corte Interamericana de Derechos 

Humanos 2008) 

 

La Corte en la Interpretación de la Sentencia, explicó y aumentó varios 

aspectos de su fallo principal, incluso clarificando el requisito de 

consentimiento libre, previo e informado; La Corte particularmente clarificó y 

afirmó lo siguiente que debe ser leído junto con los puntos detallados arriba: 

 

13.- Los representantes observaron que la Sentencia 
claramente indica “que la manera de dar participación efectiva y 
la entidad o entidades que participarían en el proceso de 
decisión deberán ser determinadas por los Saramaka de 
conformidad con su costumbre y tradición”, y luego ser 
comunicadas al Estado. “En cambio, si Surinam llegara a tener 
dudas al respecto, puede comunicarse con los Saramaka para 
buscar mayor claridad”. 
 
17. En el párrafo 133 de la Sentencia la Corte ha aclarado 
este último punto, al señalar que “al garantizar la participación 
efectiva de los integrantes del pueblo Saramaka en los planes 
de desarrollo o inversión dentro de su territorio, el Estado tiene 
el deber de consultar, activamente, con dicha comunidad, 
según sus costumbres y tradiciones”. En los párrafos 133 a 137 
la Corte señaló directrices específicas acerca de lo que debe 
ser materia de consulta, cuándo se debe realizar la consulta, 
por qué el pueblo Saramaka debe ser consultado y cómo se 
debe llevar a cabo la consulta. De conformidad con lo anterior, 
el Estado tiene el deber, desde el inicio de la actividad que se 

                                                 
6
 Corte IDH. Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam. Interpretación de la Sentencia de 

Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. Sentencia de 12 de agosto de 
2008 Serie C No. 185. 
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propone, de consultar activamente con el pueblo Saramaka, de 
buena fe, y con el objetivo de llegar a un acuerdo, lo cual a su 
vez requiere que el Estado acepte y brinde información al 
respecto en un formato entendible y públicamente accesible.  
Además, dependiendo del nivel de impacto que tendrá la 
actividad que se propone, el Estado podría ser requerido a 
obtener el consentimiento del pueblo Saramaka. El Tribunal 
enfatizó que cuando se trate de planes de desarrollo o de 
inversión a gran escala que podrían afectar la integridad de las 
tierras y recursos naturales del pueblo Saramaka, el Estado 
tiene la obligación, no sólo de consultar a los Saramaka, sino 
también de obtener su consentimiento libre, informado y previo, 
según sus costumbres y tradiciones. 

 

18.- La Corte omitió deliberadamente en la Sentencia cualquier 
consideración específica en relación con quién debe ser 
consultado.  Al declarar que la consulta se debe realizar “de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones”, la Corte 
reconoció que es el pueblo Saramaka, y no el Estado, quien 
debe decidir sobre quién o quiénes representarán al pueblo 
Saramaka en cada proceso de consulta ordenado por el 
Tribunal. 

 

19.- Consecuentemente, el pueblo Saramaka debe informar al 
Estado quién o quiénes lo representarán en cada uno de los 
procesos de consulta señalados anteriormente. El Estado 
deberá consultar con tales representantes a fin de cumplir con 
lo ordenado por el Tribunal7. Una vez realizada la consulta, el 
pueblo Saramaka dará a conocer al Estado las decisiones 
tomadas al respecto, así como sus fundamentos.   

 
27.- Consecuentemente, el Tribunal reitera que todos los asuntos 
relacionados al proceso de consulta con el pueblo Saramaka, 
deberán ser determinados y resueltos por el pueblo Saramaka de 
conformidad con sus costumbres y normas tradicionales, y según 
lo ordenado por el Tribunal en la Sentencia. 

                                                 
7
 La Corte declar  en el párrafo 137 de la  entencia que, “adicionalmente a la consulta que 

se requiere siempre que haya un plan de desarrollo o inversión dentro del territorio 
tradicional Saramaka, la salvaguarda de participación efectiva que se requiere cuando se 
trate de grandes planes de desarrollo o inversión que puedan tener un impacto profundo en 
los derechos de propiedad de los miembros del pueblo Saramaka a gran parte de su 
territorio, debe entenderse como requiriendo adicionalmente la obligación de obtener el 
consentimiento libre, previo e informado del pueblo Saramaka, según sus costumbres y 
tradiciones”. Caso del Pueblo Saramaka, supra nota 1, párr. 137. 
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4.3 Guía con los principios sobre el Derecho de Consulta a los 

Pueblos Indígenas en Costa Rica.  

 

Las disposiciones jurídicas analizadas se utilizan como base para establecer 

los elementos que contemplan la Guía sobre el Derecho de Consulta de los 

Pueblos Indígenas en Costa Rica para la Consulta a los Pueblos indígenas, 

tomando como eje la negociación para alcanzar el Consentimiento previo, 

libre e informado. 

 

La Guía es un insumo importante que responde a la necesidad de generar 

insumos y herramientas que permitan su comprensión y abordaje, así como 

la aplicación efectiva del derecho de Consulta en el ámbito nacional. A partir 

de ahí y con base en el análisis legal se desarrolla la presente Guía que 

además de sistematizar la información, puntualiza y fundamenta los 

principios relacionados con el derecho a la Consulta, que se consideran los 

cimientos fundamentales para diseñar un proceso de consulta fundamentado 

en los instrumentos nacionales e internacionales, con el fin de obtener el 

Consentimiento Libre, Previo e Informado. 

 

Se consideran para efectos de este análisis las siguientes disposiciones 

jurídicas nacionales: Constitución Política de la República de Costa Rica; la 

Jurisprudencia de la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, por 

medio del Voto 3003-92 y el Voto 4320-96; Ley Indígena de Costa Rica; 

Reglamento a la Ley Indígena, así como la propuesta legal del Proyecto de 

Ley para el Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas. 

 

En el ámbito internacional se tomaron como base los siguientes 

instrumentos: Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, Convención 

Internacional sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación 



74 

 

 

Racial, Convenci n Americana sobre Derechos Humanos (“la Convenci n 

Americana”), Convenio No 169 sobre Pueblos Indígenas y Tribales en Países 

Independientes de la Organización Internacional del Trabajo, también 

conocido como Convenio 169, Declaración de las Naciones Unidas sobre los 

derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU, Caso del Pueblo Saramaka 

vs. Surinam, Corte Interamericana de Derechos Humanos, Excepciones 

Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas; así como la Interpretación de la 

Sentencia de Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas. 

 

A continuación se presenta la fundamentación de la Guía y se enuncian los 

principios fundamentales determinados a partir del análisis, que deben ser 

contemplados cuando se deba realizar una consulta a los pueblos indígenas, 

de la siguiente manera: 
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Figura 5.- Disposiciones jurídicas nacionales e internacionales para la 
fundamentación de la Consulta 

 

 

Los principios fundamentales y los conceptos determinados a partir del 

análisis legal que deben ser contemplados cuando se deba realizar una 

consulta a los Pueblos Indígenas para obtener el Consentimiento Libre, 

Previo e Informado, se clasifican en tres categorías de la siguiente manera: 

1.-Principios basados en los conceptos, 2.- Principios basados en los 

Derechos de los Pueblos Indígenas, 3.- Principios de la Consulta y se 

detallan de la siguiente manera: 
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CUADRO 7.- Guía con los principios sobre el Derecho de Consulta a los 
Pueblos Indígenas en Costa Rica. 

 

Principios basados en los conceptos 

Principios Definiciones 

Qué es el Derecho a la 
Consulta 

 
 
 

Los Estados celebrarán consultas con los Pueblos 
Indígenas interesados antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que los 
afecten. El derecho a la Consulta es un mecanismo 
que busca garantizar que los Pueblos Indígenas 
puedan emitir criterio cuando disposiciones de 
carácter legislativo o administrativo les puedan 
afectar. 8 

 

 
 
 
 
 
 
 

Consentimiento libre, 
previo e informado 

El Consentimiento libre, previo e informado es un 
derecho que los Pueblos Indígenas tienen de decir 
si lo que se quiere realizar les conviene o no, en 
caso que decidan que sí, tienen que decidir cómo y 
cuándo lo quieren, para lo que deben desarrollarse 
también una serie de mecanismos. 
 
Los Estados celebrarán consultas con los Pueblos 
Indígenas interesados antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas que los 
afecten, a fin de obtener su consentimiento libre, 
previo e informado.9 
 
Cuando se trate de planes de desarrollo o de 
inversión a gran escala que tendrían un mayor 
impacto dentro del territorio indígena, el Estado 
tiene la obligación, no sólo de consultar al Pueblo 
Indígena, sino también debe obtener el 
consentimiento libre, informado y previo de éstos, 
según sus costumbres y tradiciones.10 
 
En determinadas circunstancias y adicionalmente a 
otros mecanismos de consulta, los Estados deben 
obtener el consentimiento de los Pueblos Indígenas 
para llevar a cabo planes de desarrollo o inversión 
a grande escala que tengan un impacto significativo 

                                                 
8
 Declaración Artículos 19 y 32.2; Asamblea Legislativa 2006 

9
 Declaración Artículos 19 y 32.2 

10
 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 134 ; Interpretación de la Sentencia 

párrafo 137 
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Principios basados en los conceptos 

Principios Definiciones 

en el derecho al uso y goce de sus territorios 
ancestrales.11 

 
 
 
 
 

Cuándo se deben 
realizar las consultas 

Los Estados deben realizar las consultas cada vez 
que se prevean y antes de adoptar y aplicar 
medidas legislativas o administrativas susceptibles 
de afectar directamente a los Pueblos Indígenas.12 

 

El Estado debe asegurar la participación efectiva de 
los miembros del los Pueblos Indígenas, en relación 
con todo plan de desarrollo, inversión, exploración o 
extracci n (en adelante “plan de desarrollo o 
inversi n”)13 que se lleve a cabo dentro del territorio 
indígena.14 

 
 
 
 
 

A quienes se les debe 
consultar 

Se debe consultar a los Pueblos Indígenas 
interesados15, quienes tienen el derecho de ser 
consultados y dar su consentimiento a actividades 
que puedan afectar el goce de sus derechos. 

 

Al declarar que la consulta se debe realizar “de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones”, la 
Corte reconoció que es el Pueblo Indígena, y no el 
Estado, quien debe decidir sobre quién o quiénes 
representarán al pueblo en cada proceso de 
consulta.16 

 
 
 

Finalidad de las 

La finalidad de las consultas es llegar a un acuerdo 
o lograr el consentimiento acerca de las medidas 
propuestas.17 
 

                                                 
11

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafos 136 y 137 
12

 Convenio 169 Artículo 1.a; Declaración Artículo 19 
13

  Al utilizar el término (plan de desarrollo o inversión) la Corte supone cualquier actividad 
que pueda afectar la integridad de las tierras y recursos naturales dentro del territorio 
Saramaka, en particular, cualquier propuesta relacionada con concesiones madereras o 
mineras. 
14

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 129. 
15

 Convenio 169 Artículo 1.a, Declaración Artículo 19 
16

 Interpretación de la Sentencia, párrafo 18 
17

 Convenio 169 Artículo 2 
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Principios basados en los conceptos 

Principios Definiciones 

consultas La finalidad de la consulta será llegar a un acuerdo 
o lograr el consentimiento acerca de medidas 
propuesta que por afectar eventualmente los 
derechos indígenas son susceptibles de consultas.  

Responsables de las 
consultas 

Los responsables de las consultas son los 
gobiernos, quienes deberán consultar a los Pueblos 
Indígenas interesados.18 
 

 
 
 
 
 
 
 
 

Responsabilidades del 
Estado 

 
 
 
 
 
 
 
 
 

El Estado tiene el deber de asegurar la 
participación efectiva de los miembros del pueblo y 
de consultar, de conformidad con sus costumbres y 
tradiciones, en relación con todo plan de desarrollo, 
inversión, exploración o extracción (en adelante 
“plan de desarrollo o inversi n”)19 que se lleve a 
cabo dentro del territorio indígena.20 
 
El Estado debe aceptar y brindar información, y se 
debe mantener una comunicación constante entre las 
partes.21 
 

Además el Estado tiene el deber de establecer un 
mecanismo para realizar procesos de consulta y 
consentimiento y en los casos apropiados 
proporcionar los recursos necesarios para este 
fin.22 

 
Los Estados tienen la obligación no sólo reconocer 
los derechos, sino también hacerlos efectivos a 
través de la adopción de cualquier medida 
necesaria. 

 

 

                                                 
18

 Convenio 169 Artículo 1.a; Declaración Artículo 32.2 
19

 Al utilizar el término (plan de desarrollo o inversión) la Corte supone cualquier actividad 
que pueda afectar la integridad de las tierras y recursos naturales dentro del territorio 
Saramaka, en particular, cualquier propuesta relacionada con concesiones madereras o 
mineras. 
20

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafos 129 y 133 
21

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 133 
22

 Convenio 169 Artículo 2 
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Principios basados en los Derechos de los Pueblos Indígenas 

Principios Definiciones 

 
 
 

Desarrollo autónomo 

La consulta debería considerar el desarrollo 
autónomo de los Pueblos Indígenas, que consiste 
en el reconocimiento, por parte del Estado, de las 
formas de organización de los Pueblos Indígenas, 
la representación social y la administración de los 
territorios indígenas, conforme a sus propias 
tradiciones.23  

 
 
 

Autogobierno 

La consulta debería considerar el derecho que los 
Pueblos Indígenas tienen de determinar libremente 
su autogobierno, según sus tradiciones y cultura, 
dentro de los parámetros del ordenamiento jurídico 
nacional.24 

 
 
 
 
 
 

Especificidad y 
diversidad cultural 

El respeto y la reivindicación de las costumbres y 
los valores culturales autóctonos, así como el 
reconocimiento de las instituciones de derecho 
consuetudinario. El reconocimiento, por parte del 
Estado, de la diversidad cultural de la conformación 
de la nacionalidad costarricense, comprende la 
garantía de las instituciones de coadyuvar a 
proteger y respetar los sistemas de organización, 
las costumbres, los valores, el ecosistema y el 
ambiente, en los territorios habitados por 
indígenas.25 

 

La consulta debería contemplar el derecho para 
hacer valer sus derechos y obligaciones, desde la 
óptica de su especificidad cultural, dentro de la 
legislación nacional.26 Por tanto las decisiones 
siempre deben ser tomadas en el marco de sus 
costumbres y tradiciones. 

 

 

 

 

                                                 
23

 Proyecto de Ley para le Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 3.a 
24

 Proyecto de Ley para le Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 2.c 
25

 Proyecto de Ley para le Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 3.d 
26 Proyecto de Ley para le Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 2.d 
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Principios basados en los Derechos de los Pueblos Indígenas 

Principios Definiciones 

 
 
 

Desarrollo propio 

La capacidad de los Pueblos Indígenas para definir 
su propio desarrollo, elaborar sus propios planes de 
desarrollo y a tomar las decisiones que estimen 
convenientes para alcanzarlos, en el marco de sus 
costumbres y tradiciones. Deben decidir cómo debe 
ser su propio desarrollo según sus costumbres.27 

 

Administrar sus 
territorios y ejercer su 
derecho de propiedad 

 

La consulta debería considerar que los Pueblos 
Indígenas tienen el derecho para administrar sus 
territorios y ejercer su derecho de propiedad sobre 
ellos.28 
 

 
 

Autodeterminación 

Los Pueblos Indígenas tienen derecho a la libre 
determinación. En virtud de ese derecho 
determinan libremente su condición política y 
persiguen libremente su desarrollo económico, 
social y cultural. 
 
 

 

 
 

Principios de la Consulta 

Principios Definiciones 

Previa 
La consulta deberá realizarse cada vez que se 
prevean medidas legislativas o administrativas 
susceptibles de afectarles directamente. 29  

 
 
 
 
 

Libre 

Los gobiernos deberán establecer los medios a 
través de los cuales los pueblos interesados 
puedan participar libremente, por lo menos en la 
misma medida que otros sectores de la población, 
y a todos los niveles en la adopción de decisiones 
en instituciones electivas y organismos 

                                                 
27

 Proyecto de Ley para el Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 2.e y 3.b; 
Convenio 169 Artículos 2, 4 y 7. 
28

 Proyecto de Ley para le Desarrollo Autónomo de los Pueblos Indígenas Artículo 2.f 
29

 Convenio 169, Artículo 6.1.a; Declaración Artículo 19, 32.2; Caso del Pueblo Saramaka vs. 
Surinam, párrafo 133 
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Principios de la Consulta 

Principios Definiciones 

administrativos y de otra índole, responsables de 
políticas y programas que les conciernan.30 

 
 

Informada 

La consulta debe darse con los recursos de 
información necesarios para la toma de 
decisiones.31 Para que la Consulta sea efectiva 
debe haber información previa, el Estado debe 
aceptar y brindar información.32 

 

 

Buena fe 

Los Estados celebrarán consultas y cooperarán 
de buena fe con los Pueblos Indígenas 
interesados”.33 

 
 
 
 
 

De una manera 
apropiada. 

Las consultas llevadas a cabo en aplicación de 
este Convenio deberán deben efectuarse de una 
manera apropiada a las circunstancias,34 antes de 
adoptar medidas legislativas o administrativas 
que los afecten,35 antes de aprobar cualquier 
proyecto que afecte a sus tierras o territorios y 
otros recursos, particularmente en relación con el 
desarrollo, la utilización o la explotación de 
recurso minerales, hídricos o de otro tipo;36 entre 
otros.  

 
 
 

Procedimientos 
culturalmente 

apropiados 

Los gobiernos deberán consultar a los pueblos 
interesados, mediante procedimientos apropiados 
y en particular a través de sus instituciones 
representativas.37 La Consulta debe celebrarse en 
los propios territorios indígenas, facilitadas y 

dirigidas por las mismas personas indígenas.
38

  

                                                 
30

 Convenio 169, Artículo 6.1.b 
31

 Convenio 169, artículo 6.2 
32

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 133 
33

 Convenio 169, Artículo 6.2, Declaración Artículos 19, 32.2; Caso del Pueblo Saramaka vs. 
Surinam, párrafo 138 
34

 Convenio 169, artículo 6.2 
35

 Declaración Artículo 19 
36

 Declaración Artículo 32.2 
37

 Convenio 169, Artículo 6.1.a, Declaración Artículo 18, 19, 32.2; Caso del Pueblo 
Saramaka vs. Surinam, párrafo 138 
38

 El proyecto de ley de desarrollo autónomo de los Pueblos Indígenas, un aporte a la 
democracia costarricense del siglo XXI. FUNPADEM. 
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Principios de la Consulta 

Principios Definiciones 

 
 

Conocimiento de  
los riesgos 

El Pueblo Indígena debe tener conocimiento de 
los posibles riesgos, incluido los riesgos 
ambientales y de salubridad, a fin de que acepten 
el plan de desarrollo o inversión propuesto con 
conocimiento y de forma voluntaria.39 

 
 
 
 
 
 

Participación efectiva 

La participación efectiva tiene que ser realizada 
según los “costumbres y tradiciones” del pueblo 
en cuestión.40  

 

El Estado debe asegurar la participación efectiva 
de los miembros de los Pueblos Indígenas, de 
conformidad con sus costumbres y tradiciones, en 
relación con todo plan de desarrollo, inversión, 
exploraci n o extracci n (en adelante “plan de 
desarrollo o inversi n”)41 que se lleve a cabo 
dentro del territorio Saramaka.42 

 
 
 
 
 

Toma de decisiones 

Los Pueblos Indígenas tienen derecho a participar 
en la adopción de decisiones en las cuestiones 
que afecten a sus derechos, por conducto de 
representantes elegidos por ellos de conformidad 
con sus propios procedimientos, así como a 
mantener y desarrollar sus propias instituciones 
de adopción de decisiones.43 

 
La consulta debería tener en cuenta los métodos 
tradicionales del Pueblo Indígena para la toma de 
decisiones.44 

 
 
 

                                                 
39

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 133 
40

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 17. 
41

  Al utilizar el término (plan de desarrollo o inversión) la Corte supone cualquier actividad 
que pueda afectar la integridad de las tierras y recursos naturales dentro del territorio 
Saramaka, en particular, cualquier propuesta relacionada con concesiones madereras o 
mineras. 
42

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 129. 
43

 Declaración Artículos 18 y 19 
44

 Caso del Pueblo Saramaka vs. Surinam, párrafo 133 
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Principios de la Consulta 

Principios Definiciones 

La manera de dar participación efectiva y la 
entidad o entidades que participarían en el 
proceso de decisión deberán ser determinadas 
por los Pueblos Indígenas  de conformidad con su 
costumbre y tradición, y luego ser comunicadas al 
Estado. 45 
 
El Pueblo Indígena debe informar al Estado quién 
o quiénes lo representarán en cada uno de los 
procesos de consulta. El Estado deberá consultar 
con tales representantes a fin de cumplir. Una vez 
realizada la consulta, el Pueblo Indígena dará a 
conocer al Estado las decisiones tomadas al 
respecto, así como sus fundamentos.  46 

 
Todos los asuntos relacionados al proceso de 
consulta, deberán ser determinados y resueltos 
por el Pueblo Indígena de conformidad con sus 
costumbres y normas tradicionales.47 

 

 

 

 

 

                                                 
45

 Interpretación de la Sentencia, párrafo 13 
46

 Interpretación de la Sentencia, párrafo 19 
47

 Interpretación de la Sentencia, párrafo 27 
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5 CONCLUSIONES 

 
El abordaje integral del tema del Derecho de Consulta es amplio y complejo;  

la naturaleza, las disposiciones jurídicas relacionadas y las escasas 

experiencias de aplicación con que se cuenta a nivel nacional son aspectos 

que dificultan su abordaje. 

 

La necesidad de enfocarlo de forma integral requiere a su vez un esfuerzo 

que considere tal derecho no como un mero requisito de cumplimiento por 

parte de los Estados sino más bien como una herramienta de participación, 

por medio de la cual los Pueblos Indígenas pueden ejercer sus derechos con 

miras a alcanzar mejores condiciones y calidad de vida, con equidad y de 

acuerdo a sus culturas.  

 

Con el desarrollo del proyecto se cumplió con los objetivos propuestos de 

manera que en síntesis se puede decir: 

 

  w   k es una Guía sobre el derecho de consulta a los Pueblos 

Indígenas basada en la legislación nacional y los instrumentos 

internacionales ratificados por Costa Rica. 

 

 Es un producto que se respalda en una investigación documental 

amplia sobre el tema del derecho de consulta. 

 

 Es un referente que facilita a las personas interesadas, la revisión y 

ubicación de los instrumentos jurídicos más relevantes. 

 

 Se identificaron para efectos de la presente Guía, los aspectos 

culturales basados en los instrumentos internacionales que se deben 

considerar, que son el concepto de pueblo, territorio e identidad.  
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 Se consiguió identificar y analizar las más relevantes disposiciones  

jurídicos nacionales e internacionales  

 

 Se logró la identificación además de los intrumentos jurídicos 

asociadas, los artículos más relevantes que tratan el tema y 

fundamentan el derecho de consulta. 

 

 Se elaboró una síntesis (Guía con los principios) que reúne además 

de los principios basados en las disposiciones jurídicas, la 

conceptualización de los principales mandatos, de forma que se puede 

recurrir a esta como herramienta de consulta puntual, que  

sistematiza, interrelaciona y fundamenta la información analizada. 

 

Respecto al tema abordado en el proyecto, se establecen las siguientes 

conclusiones: 

 

 La participación y toma de decisiones son derechos por los que han 

luchado históricamente los pueblos indígenas, con logros plasmados 

en diferentes instrumentos internacionales y nacionales que integran 

esas aspiraciones, en disposiciones tan importantes como el derecho 

de consulta y el Consentimiento Libre Previo e Informado. 

 

 La presente Guía sobre el Derecho de Consulta de los Pueblos 

Indígenas en Costa Rica para la Consulta a los Pueblos Indígenas es 

una herramienta de utilidad para los Estados, las organizaciones no 

gubernamentales, los grupos de la sociedad civil, los defensores de 

los derechos humanos, los ciudadanos y Pueblos Indígenas. 
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 Es una propuesta que sistematiza los principales fundamentos 

jurídicos y determina los principios que debe contener una Guía 

general para la Consulta. 

 

 El análisis jurídico se puede considerar un primer e ineludible paso en 

el abordaje acerca del derecho de consulta, siendo un deber de los 

Estados conocer el desarrollo en esta materia. 

 

 Los Estados tienen el mandato de cumplir debidamente con el 

derecho de consulta a los Pueblos Indígenas por lo que se debe 

trascender el análisis y buscar los mecanismos para implementarlo. 

 

 Es necesario que los Estados cumplan su deber de celebrar consultas  

a los Pueblos Indígenas acerca de las iniciativas que los afecten. 

 

 El Consentimiento previo, libre e informado es un requisito que facilita 

la eficacia y el éxito de las iniciativas gubernamentales, al haber 

pasado por un proceso de consulta que reivindica la participación de 

los Pueblos Indígenas en la toma de decisiones. 

 

 En Costa Rica existe un marco legal propicio para el reconocimiento de 

los derechos de los Pueblos Indígenas, especialmente relacionado con 

la Consulta a los Pueblos Indígenas. Se cuenta además con 

jurisprudencia relacionada con el tema. 

 

 Sobre el tema de la Consulta el país ha ratificado los instrumentos 

internacionales más importantes que establecen las bases sobre las 

que se debe trabajar. 
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 Pese a la ratificación de tales instrumentos, se mantiene una brecha 

con la legislación y la capacidad institucional para cumplir con los 

mandatos y compromisos adquiridos. 

 

 A la luz de instrumentos de avanzada como la Declaración de los 

Derechos de los Pueblos Indígenas de la ONU, el tema de la Consulta 

debe verse únicamente como un paso para la negociación del 

Consentimiento, Libre, Previo e Informado y no como un fin en sí 

misma. 

 

 En el país se debe trabajar y comprender mejor el contenido de esta 

Declaración, ya que clarifica y desarrollo muchos conceptos que otros 

convenios no abordan. 

 

 Existen grandes vacíos metodológicos en cuanto a la forma de 

implementar el proceso de Consulta tanto a nivel nacional como 

regional. 

 

 En el ámbito nacional es un reto para el país desarrollar guías y 

protocolos sobre la Consulta que faciliten a las instituciones 

responsables la actuación con los Pueblos Indígenas. 

 

 El reconocimiento efectivo por parte del Estado de los derechos de los 

Pueblos Indígenas debe expresarse en situaciones prácticas, donde se 

respete el marco jurídico. 

 

 La interacción del Estado con los Pueblos Indígenas para la toma de 

decisiones es relativamente reciente y cada vez más frecuente. 

 



88 

 

 

 En Costa Rica se efectuó entre los años 2005 y 2006, una experiencia 

pionera e histórica de gestión e implementación de un proceso de 

Consulta con dos etapas: la Preconsulta y la Consulta. 

 

 Se desarrolló un proceso de Consulta formal en las comunidades 

indígenas, para que los Pueblos Indígenas pudieran opinar sobre el 

Proyecto de Ley de Desarrollo Autónomo. 

 

 Esta Consulta fue promovida por el movimiento indígena costarricense, 

que promovió el proyecto estuvo integrado por la Mesa Nacional 

Indígena, Asociaciones de Desarrollo Integral Indígenas, asociaciones 

indígenas, entre otras organizaciones.  

 

 Los Pueblos Indígenas en Costa Rica son heterogéneos y cada pueblo 

tiene su cultura, incluso hay diferencias entre pueblos que se 

encuentran en diferentes territorios. 

 

 El mundo simbólico y cultural de los pueblos indígenas es sumamente 

diverso y por ende cada pueblo, en cada territorio, de acuerdo a su 

identidad tiene el derecho a ser consultado.  

 

 El cumplimiento del derecho de consulta tiene que ser abordado 

desde una perspectiva socio cultural que contribuya a comprender la 

compleja realidad de los pueblos indígenas y la lucha por sus 

reivindicaciones, productos de las desigualdades históricas. 

 

 El tema del Consentimiento previo libre e informado es un desafío de 

los Pueblos Indígenas en torno a los derechos de participación. 
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 Cada pueblo tiene el derecho a decidir qué quieren y como se deberían 

desarrollar los proyectos que incumben a sus territorios. 

 

 El tema de la Consulta compete primordialmente a los Estados, pero es 

un deber de todos los sectores interesados conocer al respecto, en 

función de respetar y defender los derechos humanos y las libertades 

fundamentales. 

 

 El respeto de los derechos de los Pueblos Indígenas contribuye al 

fortalecimiento de la democracia y de la libertad. 
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6 RECOMENDACIONES 

 

En el momento actual la forma de relacionamiento de los Estados con la 

sociedad y en especial con los Pueblos Indígenas requiere formas 

innovadoras de respuesta ante situaciones donde se produciría un impacto 

debido a la incursión en sus territorios y a la demanda por los recursos que 

en estos se encuentran.  

 

Estas formas de relacionamiento se encuentran en disposiciones de carácter 

legal como lo es el derecho de consulta que ha sido analizado, y con base en 

el cual se puntualizan las siguientes recomendaciones:  

 

 Costa Rica ha firmado y adoptado normas internacionales de suma 

importancia, que deben ser conocidas y divulgadas por parte de los 

gobiernos, tanto a lo interno de las instituciones del sector público, 

como hacia la sociedad civil y concretamente para los Pueblos 

Indígenas. 

 

 Al adoptar los instrumentos internacionales debe desarrollar más la 

instrumentalización y tropicalización de estas normas a nivel nacional.  

 

 En este mismo sentido, dicha información al ser compleja y escrita en 

una terminología especializada, debería ser plasmada en un lenguaje 

más accesible, tanto para las personas funcionarias públicas, como 

para los pueblos indígenas. 

 

 En Costa Rica se deben seguir realizando esfuerzos con miras a 

desarrollar iniciativas que disminuyan la brecha entre la legislación 

internacional y la legislación nacional, para que se cuente con una 
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mejor capacidad institucional para cumplir con los mandatos y 

compromisos adquiridos. 

 

 El Estado en gran medida carece de experiencia en cuanto al análisis e 

implementación del derecho de Consulta, por lo que es necesario 

contar a nivel nacional con mas instrumentos –llámense Protocolos, 

Guías, etc.- que establezcan las pautas requeridas para que el Estado 

tenga una orientación para efectuar las Consultas. 

 

 El desarrollo de guías o protocolos requiere revisión y fundamentación 

con base en las disposiciones jurídicas, así como congruencia entre los 

diferentes ámbitos de competencia, es decir el nivel internacional, 

nacional, regional y local, entre otros. Estos marcos legales deben 

contemplar el derecho consuetudinario, las costumbres y normas de los 

pueblos indígenas. 

 

 Se debe trabajar en esta línea de investigación del derecho 

consuetudinario, de forma que se identifiquen los vacíos en el sistema 

legal y a la vez se fortalezca la participación. 

 

 Los pueblos deberían definir los procedimientos acerca de la Consulta y 

la interacción con el Estados, de forma tal que estos últimos los 

respeten. 

 

 Considerando la diversidad cultural de los Pueblos Indígenas y la 

variedad de temas que pueden ser objeto de consulta se debería 

facilitar la elaboración de protocolos nacionales, pero también de 

protocolos comunitarios para la Consulta. 
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 Los protocolos requieren a su vez el conocimiento de la situación de los 

Pueblos Indígenas y del contenido del tema. 

 

 Los Pueblos Indígenas deberían elaborar y definir los términos bajo los 

cuales se va a dar la comunicación y relación con los Estados para el 

desarrollo del proceso de Consulta. 

 

 Se debe enfocar más ampliamente en el país el tema del 

Consentimiento libre, previo e informado que es la razón de efectuar 

Consultas. 

 

 El desarrollo de las guías y protocolos de Consulta para otorgar el 

Consentimiento previo libre e informado, requiere precisamente un 

proceso de Consulta nacional que incorpore las perspectivas y la visión 

de los Pueblos Indígenas. Es decir, para establecer los lineamientos 

sobre el derecho de consulta en Costa Rica, se debería realizar una 

consulta nacional, participativa, donde los pueblos indígenas 

determinen cuáles son los criterios y procedimientos que el Estado 

debe seguir cuando tenga que realizarlas. Asimismo el Estado debería 

promover y facilitar este tipo de espacios para contar con lineamientos 

claros al respecto. 

 

 La elaboración de protocolos debe estar fundamentada en dicha 

revisión y análisis. 

 

 Cada situación de Consulta amerita un análisis de la cultura y 

condiciones de los Pueblos Indígenas que estarían involucrados. 
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 Promover una concepción más integral del derecho de consulta, no 

como un fin en sí misma, sino como un mecanismo para la participación 

y negociación del Consentimiento Libre, Previo e Informado. 

 

 Impulsar que los instrumentos de derecho de consulta sean respetados 

y se cumplan. La utilidad de radica en su potencial como instrumento de 

transformación de una realidad, por lo que la aspiración es que se 

trascienda su nivel teórico y se logre cumplir el cambio hacia una 

sociedad más equitativa y participativa.  
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ANEXOS 

 
Anexo 1: ACTA DEL PROYECTO 
 

ACTA DEL PROYECTO 

Fecha Nombre de Proyecto 

1 de julio de 2010  w   k 

Guía con las directrices sobre el  

derecho de Consulta a los  

Pueblos Indígenas en Costa Rica 

Areas de conocimiento / 

procesos: 

Area de aplicación (Sector / Actividad): 

 Estado 

Instituciones del  sector público 

Fecha de inicio del proyecto Fecha tentativa de finalización del proyecto 

1 de julio de 2010 22 de diciembre de 2010 

Objetivos del proyecto (general y específicos) 

Objetivo general: 

Elaborar una Guía sobre el derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas, 

basada en la legislación nacional y los instrumentos internacionales 

ratificados por Costa Rica, que contribuya a la orientación de las entidades 

responsables de su aplicación y cumplimiento.  

 

Objetivos específicos. 

 Identificar los aspectos generales que caracterizan a los Pueblos 

Indígenas para fundamentar la especificidad cultural de la Guía. 

 Identificar y analizar la legislación nacional y los instrumentos  

internacionales ratificados por el país para fundamentar los aspectos  

legales del derecho de Consulta a los Pueblos Indígenas que deben ser 

parte de la Guía. 

 Determinar y conceptualizar los principios legales que debe incluir la 
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ACTA DEL PROYECTO 

Fecha Nombre de Proyecto 

Guía para orientar el cumplimiento del derecho de Consulta de los 

Pueblos Indígenas. 

Justificación o propósito del proyecto (Aporte y resultados esperados) 

Los Estados deben cumplir debidamente la aplicación del derecho de 

consultar a los Pueblos Indígenas acerca de las medidas que los afectan y  

los gobiernos necesitan orientación acerca de las medidas necesarias para 

cumplir ese deber. 

 

En Costa Rica se cuenta con legislación nacional e internacional referente a 

los derechos de los Pueblos Indígenas, en especial relacionada con el tema 

del derecho a consulta, sin embargo la información existente se encuentra 

dispersa y las mismas experiencias prácticas son escasas. Además existen 

pocas experiencias en cuanto a los elementos a contemplar en dicho 

proceso.  

 

Paralelamente las instituciones del sector público deben realizar procesos de 

consulta con los Pueblos Indígenas, de forma que resulta necesario 

desarrollar modelos que incorporen los pilares que se deben contemplar para 

llevar a cabo procesos de consulta en Costa Rica. 

 

Es necesario contribuir al desarrollo de un instrumento, donde se recopila y 

analiza la información relacionada con el derecho de consulta, para establecer 

las directrices para que los sectores interesados, los Pueblos Indígenas y los 

Estados, las instancias del sector público, las personas académicas y 

responsables de llevar a cabo dichos procesos, cuenten con una Guía que 

oriente acerca de los criterios legales de los procesos de consulta.  

Descripción del producto o servicio que generará el proyecto – Entregables 
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ACTA DEL PROYECTO 

Fecha Nombre de Proyecto 

finales del proyecto 

Entregable principal:  

 

Documento con la Guía sobre el derecho de Consulta a los Pueblos 

Indígenas en Costa Rica. 

1. Documento con la caracterización cultural de los Pueblos Indígenas en 

Costa Rica. 

2. Documento con análisis de la legislación nacional y los instrumentos  

internacionales ratificados por el país.  

3. Guía con los principios para realizar la consulta a los Pueblos 

Indígenas. 

Supuestos 

 Se necesita contar con otras Guías de Consulta a Pueblos Indígenas. 

 Se contará con la información y el apoyo de algunas instancias 

institucionales para la elaboración de la Guía. 

 Se logrará contar con criterios de representantes indígenas. 

 Se tendrá acceso a la información relativa a derechos de los Pueblos 

Indígenas. 

Restricciones 

 La propuesta no contempla la ejecución de la Guía en la medida que su 

implementación depende de las condiciones de las instituciones. 

 Se cuenta con plazo máximo de 3 meses para elaborar la propuesta. 

 La Guía está sujeta a las condiciones legales relacionadas con el tema de 

Pueblos Indígenas en Costa Rica. 

 En el país se cuenta con información dispersa sobre la temática de 

procesos particpativos y de Consulta. 

 No se contempla trabajo de campo en los territorios indígenas. 
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ACTA DEL PROYECTO 

Fecha Nombre de Proyecto 

Información histórica relevante 

 Leyes y convenios internacionales suscritos por el país pertinentes al 

tema. 

 La Asamblea Legislativa realizó una Consulta nacional del Proyecto de 

Ley para el Desarrollo autónomo de los Pubelos Indígenas. 

Expediente No 14.352. 

Identificación de grupos de interés (Stakeholders) 

Cliente(s) directo(s):  

Instituciones del sector público Cliente(s) indirecto(s): Comunidades y 

organizaciones indígenas, investigadores, organizaciones relacionadas con 

el tema. 

Hecho por: 

Alejandra Loría Martínez 

Firma: 

 

  

Aprobado por: 

Franklin Marín Vargas 

 

 

 



105 

 

 

Anexo 2: EDT 
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Anexo 3: CRONOGRAMA 
 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
  
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 


